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1. EL CONCE~TOGENERALDERESPONSABILID~D.CONSIDERACIONESSOBRESU 
FUNDAhlENTOYTPOS. 

I 

Como afirma Ricardo de Angel Yagüez (11, no causar daño a los demás (al- 
terum non luedere) es, quizás, la más importante re& de las que gobiernan la 
convivencia humana y, por ello, los juristas robanos la incluyeron entre las tres 
grandes máximas del comportamiento social, jufto al vivir honesto y al dar a cada 
uno lo suyo. 

Consecuentemente, la transgresión de esta Xorma social esencial, ha de dar lu- 
gar, como exigencia ética fundamental, a la sdnción jurídica de que el autor del 
daño ha de responder de él, esto es, ha de hallarse sujeto a responsabilidad, que se 
traduce en la obligación de reparar o indemnizar los perjuicios causados a la víc- 
tima, bien derivados del incumplimiento -no cumplimiento o cumplimiento de- 
fectuosw del pacto o relación jurídica previa’existente entre el dañador y el le- 
sionado (nos hallaríamos ante el supuesto de la responsabilidad contractual), o 
bien, simplemente, del sólo hecho de ocasionaile un darío, pese a la inexistencia 
de toda relación jurídica previa entre ambos (caso de la responsabilidad extru- 
contractura1 0 aquiliuna). Por otra parte, si el comportamiento lesivo fuera cons- 
titutivo de ilícito penal, el daño causado por éste daría origen ala responsabili- 
dad civil correspondiente, tratándose, entonces, de una consecuencia civil nacida 
del delito o falta y tendente al resarcimiento del daño civil producido (consistente, 
al sentir de Mantovani (2), en Iaspérdiduspatr(moniul y en los sufrimientos de 
toda índole padecidos por la víctima), distinto del daño penal, constituído por la 
ofensa al bien jurídico protegido. l 

Pero, siguiendo a De Angel Yagiiez (3), podlíamos preguntarnos sobre el ver- 
dadero motivo por el que, quien lo ha causago, se halla obligado a reparar el 
daño producido, o, expresándolo de otra forma, sobre cual es la circunstancia 
que efectivamente determina el nacimiento del deber de indemnizar. 

Y, ajuicio de este autor, dos pueden ser las relpuestas al interrogante planteado: 
a) Lu primera de ellas consistía en decir: e( autor del daño responde porque 

se ha producido por su culpa. Expresudq de otra manera, está obligado a 
indemnizar quien ha actuado mal, quien, tor lo menos, ha cometido una im- 

(1 ) Ricardo de Angel Yagiiez: La responsabilidad civil. hversidad de Deusto, 1988, página 21. 
(2) Mantovani F: Pene e dure olternative nel sistema v&zk~ Milán, 1977, página 807. 

(3) Op. cit. página 30 y siguientes. 
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prudencia en el obrar. No debe responder del daño, por tanto, el que se ha 
comportado con la diligencia debida. 
Constituye, ésta, la doctrina tradicional de la responsabilidad basada en la 
ctdpa, conforme a la cual el autor de un daño sólo responde cuando en su 
acción ha intervenido voluntad de dañar o negligencia, esto es, cuando sus 
actos pueden calificarse de reprobables. 

b) La segunda de las contestacionesposibles es de signo contrario. Según ella, 
responde del dano quien de hecho lo causa, con independencia de que haya 
tenido, o no, la culpa de su producción. Debe indemnizar, pues, simplemente, 
por haber realizado una actividad aptaparaproducir un riesgo, por lo que, 
su responsabilidad es, en esta segunda modalidad, de carácter objetivo. 

Esta novedosa concepción nacida a finales del siglo XIX, ya superada la filo- 
sofía liberal -verdadera sustentadora de la teoría de la responsabilidad por culpa- 
y favorecida por el desarrollo progresivo del maquinismo (susceptible de la pro- 
ducción de cuantiosos y graves siniestros o riesgos), responde más al designio de 
indemnizara las vt’ctimas de los daños (es decir, al sentido de solidaridad social), 
que al de observar cuidadosamente la culpabilidad de quien produce la lesión, y 
ello ha dado lugar a dos consecuencias fundamentales: 

- Orientar la interpretación y aplicación de las leyes tradicionales hacia este 
nuevo enfoque de la responsabilidad, en aras de lograr la máxima protec- 
ción de las víctimas de los sucesos dañosos. 

- Propiciar la aparición de nuevas leyes, nuevas normas instauradoras de este 
tipo de responsabilidad basada en el riesgo, dominadas, en mayor o menor 
medida, por la voluntad de resarcir a quien soporta el daño por el sólo 
hecho de sufrirlo, esto es, haya habido, o no, culpa por parte del agente, 
legislación de la que es ejemplo evidente la normativa sobre accidentes de 
trabajo. 

Una de las manifestaciones de la concepción objetiva de la responsabilidad po- 
dría ser la que se deriva de los actos ajenos, si bien puede también entenderse 
que no se halla absolutamente desvinculada del concepto de la responsabilidad cul- 
posa, advirtiéndose por Santos Briz (4) que no se trata, en realidad de responsa- 
bilidad por culpa ajena, sino por propia culpa, pues, quien coloca a otro en su lu- 
gar y le hace actuar en beneficio de sus intereses, ha de responder frente a terce- 
ros por los dañas originados a consecuencia de los defectos o fallos de estas personas 
en el curso del desarrollo de la actividad que el principal les encomendó. 

Podríamos, pues, en definitiva, considerarla como una responsabilidad de tipo 
mixto, porque, por una parte, se basa en la presunción de culpa in vigilando o in 
eligendo (esto es, de negligencia en el control del comportamiento ajeno), y, por 
otra, se invoca también una consideración objetiva de orden social, cual es la con- 

(4 )Jaime Santos Bk: La responsnbrlidad civil. Derecho sustantivo y procesal. 3’ ed. 
Madrid, 1951, página 12. 
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veniencia de asegurar a las víctimas la percepción de indemnización, dada la po- 
sible insolvencia de los autores materiales de los daños ocasionados (hijos, em- 
pleados, criados, etc.), si bien se constata en bs últimos tiempos una clara ten- 
dencia de la doctrina y la jurisprudencia a remarcar la objetivación de la respon- 
sabilidad por hechos de otros, extremándose las exigencias para eximir de culpa 
al principal, al igual que se aplica el mismo principio cuando el daño deriva de sus 
propias cosas, o instalaciones industriales o delotro tipo. 

Sin embargo, no toda la doctrina se muestra proclive a la consideración obje- 
tiva de la responsabilidad. De Angel Yagüez (5) considera que la responsabilidad 
objetiva o por riesgo constituye una fórmula hasta ciertopunto anormal e, incluso 
desde el punto de vista del indivíduo, injusta, puesto que no hay que olvidar que 
el causante del daño ha de responder del mismo por el sólo hecho de haberlo ori- 
ginado, aunque lo haya sido sin culpa por su parte. 

Por ello, la responsabilidad objetiva admite ciertas mitigaciones, de las que son 
de destacar el hecho de que, cuando se obliga a reparar un daño que no es conse- 
cuencia de la culpa del agente, en no pocas ocasiones se establecen en favor de 
éste unos límites o topes máximos de indemnitición, y, por otra parte, la cada vez 
más frecuente instauración del seguro obligat&io, en el que, por virtud de la ley, 
se obliga al sujeto a celebrar este contrato, por el que el asegurador asume el riesgo 
de la obligación de indemnizar, por los daños que el asegurado causa. 

Asi, para algunos, el significado del seguro obligatorio de responsabilidad civil 
se acerca o es semejante al de la Seguridad Social, ya que los que participan en una 
actividad que puede originar lesiones o riesgos, contribuyen con sus cotizacioa- 
nes @rimas) a sufragar los daños que algunos de ellos ocasionan, y se ha dicho que, 
mediante el seguro obligatorio, se socializan 10; riesgos; se trata, en fin, de una ga- 
rantía colectiva que, como afirman Carbonier y Santos Briz (6), si se llegase al 
extremo hipotético de establecer en algún momento la obligación legal de un se- 
guro general de todos los ciudadanos contra daños por accidentes de toda clase abo- 
nándose obligatoriamente las primas en forma de impuestos, el principio de res- 
ponsabilidad civil acabaría disolviéndose, abandonándose, y la indemnización de 
daños no sería misión del Derecho privado sino del seguro público, no resultando, 
pues, necesario esforzarse en hallar la existencia de un vínculo entre el dano y el 
deber de indemnizar, ya que, una vez acaecido aquel, supondría, por si sólo, la puesta 
en marcha del mecanismo reparador de dicho seguro. 

Ii. LA RESPONSABILIDAD CML DEL ESTADO Y k FUNDAMENTO 

La exigencia de responsabilaidad alcanza también, como no, al Estado y a las 
Administraciones Públicas. Deriva de toda lesibnproducida a losparticulares, en- 

(5 ) Ricardo de Angel Yagüez. Op. ch., página 36 y sighentes. 

(6) Carbonier: Derecho civil, ed. esp., Tomo II, Volumkn 111, Barcelona 1987, página 59, y Jaime 
Santos Brii, Op. cit. página 13. 



tendida comoperjuicio antijurídico que estos no tienen el deber de soportal; por 
no existir causas de justificación del daño como afirma Blanco Esteve (7), y puede 
proceder de actos administrativos (o de hechos de ejecución de los mismos) tanto 
lícitos como ilícitos, si bien la doctrina suele apreciar domo resalta este mismo 
autor (8)- un cierto matiz diferenciador entre la indemnización reparadora a con- 
secuencia de daños causados por actos administrativos ilegales, y los originados 
por actos lícitos, ya que, en este último caso, el resarcimiento de dañosyperjui- 
cias viene únicamente a compensar el detrimento injusto (en cuanto falto de cau- 
sas de justificación) operado en elpatrimonio delparticular perjudicado, cons- 
tituyendo, por tanto, una cobertura de los danos injustos queproduce la Admi- 
nistración: es decir, se trata de responsabilidad-reparación en sentido estricto. 

Por el contrario, cuando se trata de actos ilícitos, la indemnización de danos y 
perjuicios no sólo responde a la finalidad aludida (que es la primordial de la 
institución de la responsabilidad administrativa), sino que, además, está conce- 
bida también como la secuela necesaria que produce todo acto dañoso ilegal que 
ha sido ejecutado... En otraspalabras, ya no se trata de responsabilidad-repara- 
ción sino que de alguna manera se introduce también un matizde represión de una 
conducta irregular, es decir, de responsabilidad-sanción; aunque no cabe duda de 
que el fundamento resarcitorio en ambos casos es inicialmente único, es decir, el 
concepto mencionado de lesión en cuanto perjuicio antijurídico que el adminis- 
trado no tiene el deber que soportar, por lo que Leguina (9) afirma que elDerecho 
español ha superado la clásica disyuntiva entre acciones lícitas y acciones ilíci- 
tas... consagrando en su lugar un principio general de garantía patrimonial de los 
particulares, que puede ser invocado con éxito frente a cualquier tipo de lesión 
antijurídica causada por elfuncionamiento, tanto normal o lícito, como anormal 
o ilícito, de los serviciospúblicos, como posteriormente veremos al abordar el con- 
cepto de la responsabilidad patrimonial del Estado. 

11.1. Extensión de la reparación 

Por otra parte, por lo que se refiere a la extensión de la reparación, el principio 
general vigente en la actualidad consiste en la reparación integral del daño, reite- 
radamente proclamado por numerosas Setencias del Tribunal Supremo (entre otras, 
9 de abril de 1979,2 de febrero de 1980,22 de febrero de 1982,30 de diciembre 
de 1983,12 de julio de 1985,B de mayo de 1987,21 de julio de 1988,3 de febrero, 

(7 ) Avelino Blanco Esteve: Lo responsabilidad de la Administración por actor administrativos, 2& 

ed. Chitas, SA., 1985, página 40. 

(8) Op. cit. página 44 y siguientes. 
(9) J. Leguina: Elfundamentode la responsabilidad de la Administración, R. E. D. np 23,1979, ci- 
tado por Blanca Esteve, página 170. 
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5 de abril y 1 de diciembre de 1989 y 31 de octubre de 1990) y ratificado por el 
Consejo de Estado (Dictamen 52.069/A.O., de 9 de marzo de 1989), que supone 
que el perjudicado debe ser indemnizado de $nma total, tanto en el orden mate- 
rial como en el moral, en lo que respecta al dano emergente como al lucro cesante 
pues así lo exige el artículo 1.106 del Código Civil, paliándose todos los daños y 
perjuicios sufridos y atendiéndose a objetivos totalizadores e integrales. Al decn 
de Joaquín Alarcón (lo), la víctima debe ser restituída ala situación en la que se 
encontraba si no se hubiera producido el acto que da lugar ala indemnización, lo 
que incluye la reparación in natura si es posible, (es decir, el restablecimiento 
de la situación jurídica individualizada anterior a la producción del dano), las in- 
demnizaciones por los detrimentos materiales sufridos, perjuicios futuros (como 
gastos médicos posteriores y de rehabilitación, así como las ganancias dejadas 
de obtener), danos morales (pretium, pecunia~o quantum doloris), los perjuicios 
estéticos, pérdida de los placeres de la vida, perjuicios psicológicos y sexuales 
-todo ello difícil de cuantificar y sometido, por tanto, a una amplia discreciona- 
lidad judicial-, el problema d ela depreciación de la moneda y la necesidad con- 
siguiente de revalorización, y el abono de intereses por demora. 

11.2. Génesis Histórica y tendencia actual &nnicomprensiva, o de Socializa- 
ción del riesgo. 

I Sin embargo, y como recuerda la Sentencia:del Tribunal Supremo de 16 de no- 
viembre de 1986, el principio de la responsabilidad del Estado en el Derecho es- 
pañol es hoy una realidad que se ha abierto paso trabajosamente a través del tiempo, 
a partir de una primera norma general de irresponsabilidad. 

Conviene no olvidar -puntualiza la citado Sentencia-que la entronización 
de la responsabilidad civil de la Administración Pública, sobre todo la del Estado, 
ha representado la máxima conquista en la configuración del moderno estado de 
Derecho, ya que hasta fechas recientes, contemporáneas, lo propio de los entes 
soberanos es que se impusieran a todos, sin compensación... sucumbiendo todo 
intento de responsabilizar al Estado ante el imperio del principio histórico the 
King can do not wrong, principio que nuestro Código Civil sólo se atrevió a rom- 
per en forma un tanto limitada: cuando el Estado actúa u obra, pero por media- 
ción de un agente especial (articulo 1.903, párrafo quinto), fenómeno, éste, que, 
como apuntan García de Enterría y Tomás-Ramón Fernández (ll), ha tenido lu- 
gar en nuestra Patria con particular retraso, por la falta de vigor social existente en 

(10) Joaquín Alarcón, Texto de la conferencia Dnrìos hporales: conceptos y bases determinan- 
rapara la fijación del quonrum indemnizutorio, V Coigrcso de Derecho de la Circulación, Ma- 
drid, 21 y 22 de junio de 1989. 
(ll) Eduardo García de Entemía y Tomás Ramón Femárdez Curso de Derecho Administrafiw II, 

ed. Civitas, S.A., Madrid 1989, página 331. l 
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el momento en que se apuntan en Europa las primeras líneas de fractura de aquel 
axioma de que el Rey no puede hacer ilk& pues no sólo no había iniciado su des- 
pegue económico, sino que se encontraba envuelta en una crisis general, a resul- 
tas de la liquidación de los últimos restos del imperio colonial. 

Es cierto que, como recordaba la Sentencia antes citada, los artículos 1.902 y 
1.903 del Código Civil permitían, en principio, declarar la responsabilidad del Es- 
tado, bien por sus propios actos interviniendo culpa o negligencia cuando el daño 
fuere causado por elfuncionario a quien propiamente corresponda la gestión prac- 
ficada, o bien por hechos de terceros cuando obrase por mediación de un agente 
especial, pero, como señalan los citados autores (12), esta tesis cedió pronto el 
paso a otra doctrina mayoritaria, conforme a la cual la responsabilidad del Es- 
tado quedaba restringida al sólo supuesto de actuación a travds de agente espe- 
cial (Sentencia del Tribunal Supremo de 7 de enero de 1918) pero no en el su- 
puesto ordinario de que actuase a través de sus funcionarios, camino por el que se 
abocó auna situación de irresponsabilidad absoluta del Estado, ya que en la prác- 
tica no se llegó a localizar nunca un verdadero agente especial a tenor del artículo 
1.903 del Código Civil y, por tanto, la jurisprudencia no llegó a declarar ni un sólo 
caso de responsabilidad de la Administración sobre dicho supuesto. 

Ello condujo a que, en aras de principios de justicia y ante la ausencia de base 
sustentadora en el campo del derecho civil, se consagrara la responsabilidad de 
la Administración para supuestos puntuales y aislados, mediante disposiciones sin- 
gulares, que no extendían, por tanto, sus efectos, más allá de su estricto ámbito de 
aplicación, y de las que constituyen claros ejemplos, entre otras, la Ley de 9 de 
abril de 1842, el artículo 14 de la Ley de Policía de Ferrocarriles de 23 de no- 
viembre de 1877, los artículos 156,162 y 183 de la Ley de Aguas de 13 de junio 
de 1873, el artículo 3 de la Ley de 7 de agosto de 1899, artículo 132 de la Ins- 
trucción de Sanidad de 1904, artículo 41 de la Constitución Republicana de 1931 
que no llegó atener desarrollo en Ley ordinaria, artículo 209 de la Ley Munici- 
pal de 31 de octubre de 1935, Ley de 31 de diciembre de 1945, y artículos 405 a 
409 de la Ley de Régimen Local de 24 de junio de 1955. 

Sin embargo, el principio de la responsabilidad de la Administración no tuvo su 
consagración legislativa definitiva, como es bien conocido, hasta la Ley de Ex- 
propiación Forzosa de 16 de diciembre de 1954 (artículo 121), su Reglamento de 
aplicación de 26 de abril de 1957 (artículo 133) y artículo 40 de la Ley de Régimen 
Jurídico de la Administración del Estado de 26 de julio de 1957, que, por tanto, lo 
incluyó en una Ley básica de la organización administrativa y depuró técnicamente 
su formulación completándola con el artículo 41, constituyendo hoy, como subraya 
Lorenzo Marín Retortillo (13), una pieza sustancial dentro del Estado social y de- 

(12 ) Op. cit. página 332. 

(13 ) Lorenzo Martín-Retortillo Baquer De la eficiencia y economia en el sistema de responsabi- 
lidadparrimonial de la Adminislración. De las indemnizaciones derivadas de hechos terroristas. 
Revista Vasca La Adminislración Pública, np 19, 1988, página 99. 
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mocrático de Derecho, alcanzando categoría de principio básico constitucional mer- 
ced, fundamentalmente, al artículo 9.3. de la Carta Magna, y con alusión al mismo, 
también en otros preceptos de su articulado, tales como el artículo 106.2., el artí- 
culo 121 relativo ala responsabilaidad derivada de actuaciones judiciales, artículo 
102.1. en el que se regula la responsabilidad criminal del Presidente y los demás 
miembros del Gobierno que puede también implicar la consiguiente responsabili- 
dad civil, y artículo 149.1., 18” que afirma la competencia exclusiva del Estado en 
el sistema de responsabilidad de fodas las adhinistraciones Públicas. 

Y junto a estas previsiones constitucionales, el reconocimiento de la figura 
de que se trata ha hallado encuadre también en otras disposiciones legales, como 
en la Ley Reguladora de Bases del Régimen Local 7/85, de 2 de abril (artículos 
5.~. y 54), artículo 12.2. de la Ley del Proceso Autonómico 12/83, de 14 de octu- 

bre, y artículos 292 y siguientes de la Ley Orgánica 6/85, de 1 de julio, del Poder 
Judicial, y, recientemente, en los artículos 1’39 y siguientes de la Ley 30/92, de 
26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Publicas y del Pro- 
cedimiento Administrativo Común, así como en el Real Decreto 429/93, de 26 
de marzo, regulación actual vigente en la materia. 

Se ha llegado, así, ala afirmación actual de la responsabilidad del Estado, de 
carácter casi objetivo, pues como sostiene la Sentencia del Tribunal Supremo de 
12 de febrero de 1987 y antes apuntábamos, junto a la obligación indemnizatoria 
derivada del correcto funcionamiento administrativo, que implica una responsu- 
bilidud objetiva (en realidad, más bien, una ‘obligación legal de indemnizar), no 
puede olvidarse tampoco que en ella también se encuentra comprendido la de culpa 
o negligencia concentrada en los artículos I?TJI y siguientes del Código Civil, a 
virtud de la frase funcionamiento anormal. 

Pero la realidad actual parece demostrar haberse dado, incluso, un paso más, 
pues, como sostiene Martínez-Cardos Ruiz (14) no es este el estadlo final del pro- 
ceso a través del cual la Administración ha asumido las consecuencias dañosas de 
su actuación, ya que, en la época presente, I’o característico es, precisamente re- 
currir al Estado. Los viejos instrumentos de prevención y remedio -ahorro indi- 
vidual, seguro privado, beneficencia-parecen arrumbados, y los ciudadanos exi- 
gen cada vez más del Estado la adopción de medidas protectoras contra cual- 
quier riesgo concreción individual que pueda presentarse. 

Así pues, de la situación inicial de irresponsabilidad del Estado, se ha evolu- 
cionado hacia el principio de responsabilidad de éste a consecuencia de su actuar 
lícito o ilícito, pero no sólo eso, sino en base a la creciente objetivación de tal 
responsabilidad, a la socialización del riesgo,y a principios de solidaridad, los ciu- 
dadanos demandan del Estado una cada vez’mayor cobertura o protección frente 
a sus situaciones de necesidad. 

(14 ) José-Leandro Martínez-Cardos Ruiz La oblign& estatal de Uldemnizar los daños cowados 
por Ias bandas armadas, Revista Española de Derecho Administrativo, na 48, octubre-diciembre 
1985, página 565. 

I 
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III. POSICIONES DOCIlUNALE8 SOBRE LA NATURALEZA JURIDICA Y F’UNDAMENTO 

DEL DEBER RE!k4BClTWUO QUE, A CONSECUENCIA DE ACTOS DE TERRORISMO, 

SE IMPONE EXPRESAMENTE AL ESTADO POR LA LEGISLACION ESPECIAL 

Y precisamente con base en esta marcada tendencia se ha tratado de funda- 
mentar el deber indemnizatorio que sobre sí mismo y a partir del artículo 7 del Real 
Decreto Ley de Seguridad Ciudadana de 26 de enero de 1979 (que por primera vez 
declaró que serán indemnizablespor el Estado los datios y perjuicios que se cau- 
saren a laspersonas con ocasión de las actividades delictivas a qu se refiere el ny 
1 del artículo 3 de este Real Decreto Ley), se ha impuesto el Estado, en orden a 
asumir determinadas responsabilidades resarcitorias, frente a los particulares afec- 
tados por actos de terrorismo perpretados en su territorio. 

111.1. De Angel Yagiiez (15), considera tal obligación indemnizatoria como 
una cuestión que guarda estrecha conexión con la responsabilidad civil del Estado, 
aunque propiamente no se trata de ella, ya que en su opinión, resulta difícil sos- 
tener que deba responder, en el sentido jurídico de la palabra, de tales danos de los 
que no resulta autor, si bien la fundamenta en razones de orden político que ex- 
plican que en un momento determinado los Estados se decidan a asumir, en ma- 
yor o menor grado, la carga de pechar con las consecuencias dariosas de los ac- 
tos de terrorismo. 

111.2. Fernández Martín-Granizo (16) y en el marco de su estudio sobre el 
Real Decreto Ley 3/79, de 26 de enero, y concretamente sobre el artículo 7, se plan- 
tea el tema de la naturaleza jurídica del deber indemnizatorio respecto a las vícti- 
mas de los atentados terroristas que el citado precepto impone al Estado, y co- 
mienza planteándose si se trata de una responsabilidad civil culposa o culpable, 
y, en este caso, contractual 0 extracontractual, 0 si, por el contrario, constituye un 
supuesto de responsabilidad objetiva u obligación legal de indemnizar. 

Admite que existen factores favorables ala tesis culpabilista, conforme a la cual 
se puede estimar que el Estado ha incurrido en responsabilidad, bien culposa, o, in- 
cluso, dolosa, ya que si tiene como misión la de garantizar la paz y tranquilidad ciu- 
dadanas y si, disponiendo a tales efectos de los medios que le ofrece el país, no llega 
a conseguirlo, será por incapacidad organizativa, laxitud o negligencia en el empleo 
de los medios y forma de lucha antiterrorista, ello sin olvidar la posibilidad de en- 
tentes o acuerdos entre el Estado y los grupos que irradian el terror por el ámbito 
de la naciónMás estima que, aunque efectivamente el Estado pueda contar con los 
medios adecuados para garantizar la seguridad ciudadana, el hecho de no lograrlo 
en su más completa absolutividad es consecuencia de dos factores: la imperfecti- 

(15 ) Ricardo de Angel Yagüez, op. cit., página 186 y siguientes. 
(16) Mariano Fernández Martín-Granizo La oblignción de indemnizorporparte delEsfado en los 

supuestos de dafios a las personas causados par bandos o grupos armados (R.D.L. 3179, de 26 de 
enero) Anuario de Derecho Civil, página 873. 
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bihdad humana que afecta también al propio bstado por cuanto sus gobernantes y 
funcionarios son personas, y la aparición del nuevo elemento antisocial y asocieta- 
rio del empleo del terror general e indiscrimiriado, por lo que, si no llegan a alcan- 
zarse los resultados de seguridad por todos apetecidos, no siempre puede ello atri- 
buirse a falta de diligencia o de medios, o al empleo inadecuado de los mismos. 

La obligación de indemnizar se impone legalmente al Estado, tanto en el caso 
de que los órganos encargados del mantenimiento del orden y seguridad públicos 
hayan actuado con la más exquisita diligencia1 y cuidado, como si han incurrido en 
negligencia. Por todo ello, en su opinión, la~ímica figura en que se puede com- 
prender tal deber indemnizatorio es la de re&mzbi/idad objetiva, o, como pre- 
fiere calificarla, la obligación legal de indemitirar, que tiene su fuente en el artí- 
culo 1.089 del Código Civil (conforme al ~$1, las obligaciones nacen de la ley), 
yen el artículo 1.090 del misma Cuerpo Legal, en relación con el artículo 9 de la 
Constitución, siendo, además, de carácter dirkto (por lo que las víctimas pueden 
exigir directamente del estado el pago de la deuda indemnizatoria, y no con ca- 
rácter subsidiario), y excepcional, pues ha sido impuesta por Ley especial. 

III.3. Por su parte, Javier Alvarez Gálve? y Rosalina Díaz Valcárcel (17), se 
preguntan sobre cuales son los motivos que inducen al Estado a conceder protec- 
ción económica especial a los perjudicados’por el terrorismo, sin hacerla tam- 
bién extensiva alas víctimas de otros delitos’comunes. 

La respuesta, a su juicio, hay que buscarla en el terreno político; en que el te- 
rrorismo tiene, en realidad, como punto de mira de su violencia, al Estado, y el ciu- 
dadano lesionado no constituye un fin en sí, sino un medio de ataque ala organi- 
zación política. 

Es, por tanto, contra el Estado contra el que surge el descontento social y a 
quien se culpa, de alguna manera, de la existencia de tales actos, latiendo, en la in- 
dignación social que provocan, una imputación de responsabilidad al Gobierno por 

su negligencia y una acusación al sistema poljtico que permite esta violencia, des- 
contento que puede resultar peligroso para el sistema de libertades, pues la cris- 
pación social que genera puede ser aprovechable para una involución política 
hacia oatros regímenes más represivos. 

Por todo ello, a su juicio, la asunción por ‘el Estado de la responsabilidad eco- 
nómica de que se trata, pretende paliar, en definitiva, el descontento social provo- 
cado por los actos terroristas, de los que él mismo constituye su objetivo final. 

111.4. Para Martín-Retortillo Baquer (IS), la obligación indemnizatoria del 
Estado impuesta en la Ley Antiterrorista, constituye una modalidad ad hoc de res- 
ponsabilidad, que surge precisamente porque el legislador la ha admitido de forma 
expresa. No se trata de responsabilidad patrimonial de la Adminsitración, sino 

(17 ) Javier Alvám Gálvez y Rosalina Díaz Valcárcel Acerca de In responsobilidndporrnnonrol 
del Estado en los daños causados por el terrorismo. Revista La Ley, 19853, página 9123. 
(18) Lorenzo Martín-Retortillo Baquer. Op. cit. pág¡& 110 y siguientes. 



de una nueva variante de la misma que el Estado ha decidido asumir y que nada 
tiene que ver con acciones u omisiones administrativas, aunque se aproxima, de 
alguna manera, al tronco, hoy consolidado, de la citada responsabilidad patrimo- 
nial de la Administración. 

En efecto y merced a dicha responsabilidad patrimonial, el Estado asume in- 
demnizaciones de las que resulta deudor en cuanto que se refieren a daños que han 
sido causados por su propia organización, y así observa al comentar el artículo 
25 de la Ley Orgánica 9184, de 26 de diciembre-, tendrían cabida dentro de esta 
figura, los daños que pudieran causar los agentes de seguridad con motivo de las 
actividades de esclarecimiento y represión de las acciones terroristas, o por falta 
de vigilancia por parte de los mismos. 

Pero no es este el caso. En el supuesto de las indemnizaciones por atentados 
terroristas especialmente impuestas por la Ley, el Estado asume el resarcimiento, 
no por hechospropios, o para afrontar la responsabilidad de sus propios órganos, 
sino porque, en virtud de consideraciones generales -razones de solidaridad, de 
justicia u otras variantes-, decide generosamente compensar los darios produci- 
dos, del mismo modo que, en otras ocasiones, afronta por propia voluntad la com- 
pensación de otros daños cuando hay razones generales que así lo aconsejen, como 
puede ocurrir, por ejemplo, con las situaciones climatológicas catastróficas espe- 
cialmente cualificadas, aunque las mismas, obviamente, no sean consecuencia de 
la actuación o inactividad administrativa. 

A su juicio, no cabe duda de que los perjuicios derivados de hechos terroris- 
tas podrían caber inicialmente en las previsiones del Código Civil (artículos 902 
y siguientes), y del Código Penal (artículos 19 y siguientes y 110 y siguientes), 
pero éstas aparecen insuficientes y difícilmente operativas, ya que, para resultar 
eficaces, hay que hallar al causante del daño -cosa que no resulta fácil en este 
tipo de delitos-, apurar todos los trámites para conseguir una sentencia conde- 
natoria, resultar solvente el autor, etc. 

Ello, además de que las cualificadas consecuencias de los atentados terroristas 
resultan excluídas, en principio, por los aseguradores privados, justifica, a su jui- 
cio, un trato jurídico diferenciado de tales indemnizaciones, mediante la decisión 
expresa del legislador, utilizando el recurso de su autoridad para auspiciar solu- 
ciones reclamadas desde circunstancias bien alejadas de los que se estiman es- 
quemas normales de funcionamiento del Estado. 

En conclusión, y como anticipábamos, a su juicio se trata de una modalidad ac 
hoc de responsabilidad, de naturaleza especial, que sólo existe porque el legisla- 
dor así lo ha decidido expresamente, y que las decisiones jurisprudenciales (19) 
consideran como una prestación asistencial, que no son prestaciones de la Segu- 
ridad Social, y que se basan en la solidaridad del Estado con la víctima; una nueva 

(19 ) Cita entre otras, la Sentencia del T.S. de 16 de noviembre de 1983,18 de diciembre de 1984, 
3 de jonio, 15 de junio y 15 de noviembre de 1985, y 8 de mayo y 24 de octubre de 1986. 
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variante, en todo caso, de la responsabilidad patrimonial, que el estado ha decidido 
asumir, que de alguna manera se aproxima a ella, pero de la que la separan mar- 
cadas diferencias. 

III.5. Martínez-Cardos Ruiz (201 al mantearse. asímismo. el interrosante so- 
bre la naturaleza jurídica de la obhgaciónlegal estatal de indemnizar la muerte y 
lesiones personales causadas como consecuencia u ocasión de actividades delicti- 
vas de los grupos o bandas organizadas y armadas, considera que cabe una triple 
respuesta: 

a) Estimar que se trata de un supuesto de responsabilaidad del Estado, cons- 
tituyendo el artículo 24 de la Ley Orgánica 9/84 (al que refiere su estu- 
dio) una concreción del artículo 40 de la Ley del Régimen Jurídico de la 
Administración del Estado. Podría, enefecto, afirmarse que la Adminis- 
tración es responsable de las consecuencias dariosas de los actos terroris- 
tas, ya que pueden serle imputadas, al haberse producido como consecuencia 
de un fallo de los servicios de policía de la libertad. Dicha argumentación 
hace, pues, derivar tal responsabilidadlde la Administración de una omi- 
sión en el ejercicio de sus competencias y no de una acción positiva; hay, 
en consecuencia, una culpa in vigilando~ pues no actuó, estando obligada a 
hacerlo. 
A su juicio, este planteamiento debe rechazarse, pues no existe el nexo cau- 
sal necesario entre el daño sufrido y el actuar de los servicios públicos para 
la exigencia de responsabilidad patrimonial. El riesgo del que se deriva el 
daño no ha sido causado directamente por la Administración, sino que, por 
el contrario, se debe a una acción delictiva de determinados particulares, y 
la tutela del Orden Público no es una competencia cuyos resultados pre- 
ventivos puedan cuantificarse jurídicamente. Sólo un enjuiciamiento polí- 
tico puede medir la actuación de un Gobierno en orden al cumplimiento más 
o menos óptimo en materia de prevencibn terrorista, y este enjuiciamiento 
determina, si acaso, responsabilidades políticas, pero nunca jurídico-ad- 
minsitrativas. 
Por todo ello, concluye, es forzoso señalar que se trata de un supuesto dis- 
tinto contemplado en el artículo 106 de la Constitución. El fenómeno te- 
rrorista nunca puede ser imputado a ninguno de los Organos del Estado a 
efectos de proclamar una responsabilidad. 

b) En segundo lugar, podría sostenerse que,las indemnizaciones abonadas por 
el Estado alas víctimas de atentados terroristas son una manifestación de su 
actividad asistencial, y, por tanto, prestaciones de la Seguridad Social, ma- 
nifestación del principio de solidaridad que proclama el artículo In de la Ley 
General de la Seguridad Social, que se incardina, por tanto, en la esfera de 

(20 ) José Leando Martinez-Cardos Ruiz. Op. ch. página 569 y siguientes.(2.0) José Leando Mar- 
tínez-Cardos Ruiz. Op. cit. página 569 y siguientes. 
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aplicación del artículo 41 de la Constitución (no en el antes referido 106), 
que impone la garantía de la asistencia y presiaciones sociales suficientes 
ante situaciones de necesidad. El artículo 24 de la Ley Orgánica 9/84, de- 
terminaría el hecho causante de la situación de necesidad (la comisión de las 
actividades delictivas previstas en la norma) y el resultado lesivo (daños cor- 
porales), mientras que los elementos dinámicos de dicha relación se enco- 
miendan alas disposiciones de desarrollo de la citada Ley. En resumen, pues, 
no se trataría de responsabilidad patrimonial de la Administración, sino de 
una medida de protección, inserta en el marco de la relación jurídica de la 
Seguridad Social. 
Sin embargo, tampoco, en su estimación, puede considerarse exacto este se- 
gundo planteamiento, y ello en base a dos consideraciones fundamentales: 

- El riesgo cubierto por el mecanismo protector de la Seguridad Social tiene 
carácter inevitable. Por óptimos que sean los servicios, las condiciones de 
vida y el desarrollo de una sociedad, siempre se presentará o podrá presen- 
tarse el riesgo objeto de cobertura. Por el contrario, no sucede así en el fe- 
nómeno terrorista, ya que no es inherente a la convivencia social, pudiendo, 
por tanto, ser exterminado. Y al faltar, pues, este carácter inevitable, no cabe 
concebir el fenómeno terrorista como riesgo a cubrir por la Seguridad So- 
cial, ni considerar las indemnizaciones abonadas por el Estado como pres- 
taciones de aquella. 

- La Seguridad Social nació en íntima conexión con el vínculo laboral, te- 
niendo su ámbito de cobertura entre quienes ostentaban la condición de tra- 
bajadores (aunque hoy haya desbordado dicho vínculo, configurándose como 
un auténtico servicio público), y, en modo alguno, puede establecerse co- 
nexión entre el fenómeno criminal terrorista y la relación laboral. 

c) La tercera de las posibles soluciones concebibles es la de entender que di- 
chas indemnizaciones constituyen un tertium genus, teniendo, pues, natura- 
leza especial, lo que estima, por último, acertado. 
El derecho a indemnización, en efecto, sólo existe por un específico reco- 
nocimiento legal en tal sentido, ya que en otro caso no procedería resarci- 
miento alguno, por lo que constituye una verdadera indemnización especial, 
cuya razón de ser hay que encontrarla en la tendencia ala socialización del 
riesgo inherente a las soluciones políticas existentes en el mundo contem- 
poráneo. Todas las formas políticas legítimas ---subraya-, aparecen hoy es- 
pecialmente preoocupadas por lo social, y su objetivo fundamental es la con- 
secución de la llamada justicia social, así como la realización de la idea de 
solidaridad, constituyendo una manifestación de esta última, la distribución 
entre todos los miembros de una sociedad-y del Estado en cuanto reali- 
dad institucional que la representa- de los resultados dañosos de la con- 
creción de un riesgo, mediante la asunción, por parte de la Administración, 
de la obligación de restablecer el estado de cosas anterior ala producción 
del hecho causante de la lesión, o, en su defecto y caso de imposibilidad 
de llevarse a cabo la resritu~io in integrum, de compensar económicamente 
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los efectos lesivos producidos, mediante la correspondiente indemnización 
(21). 

111.6. Silvia Díaz Alabart (22) considela, como fundamento del deber in- 
demnizatorio estatal, que para la conciencia social resulta absolutamente inadmi- 
sible la inexistencia de un sentimiento con& de solidaridad ante las víctimas 
del terrorismo, y la respuesta es el compromiso asumido por el Estado de resar- 
cir de alguna manera -aún con importantes carencia-, al menos, los perjuicios 
más graves. 

En su estimación, resulta algo duro aceptar que cada vez que se produzca un 
acto terrorista exista una responsabilidad estatal por culpa, pero no le parece ab- 
solutamente rechazable la idea de la existencia de una responsabilidad en esta ma- 
teria, del Estado, de carácter objetivo, semejante ala que determina la Ley de 
uso y circulación de vehículos a motor, o ala que deriva de los hechos de otras 
personas a tenor del artículo 1.903 del Código Civil. 

Sostiene, por otra parte, que no se trata de medidas de Seguridad Social, pues 
en dicho sistema no se prevé nada similar a 101 danos causados por los terroristas. 

Por ello, comparte la opinión de que la obhgación indemnizatoria declarada en 
las normas antiterroristas posee una naturaleza especial, constituyen un rertium ge- 
nus acaballo entre la responsabilidad extracontractual de la Administración y la Se- 
guridad Social, y desarrolla, a continuación, en/un trabajo muy pormenorizado, los 
aspectos diversos en que se acerca a tal responsabilidad civil extracontractual o a 
la Seguridad Social o bien se separa de ambas siguiendo su propia vía, aproxima- 
ciones y distanciamientos que, sintéticamente, podemos resumir en los siguientes: 

a) La legislación sobre resarcimientos por actos terroristas hace siempre refe- 
rencia a las normas de la Seguridad Social, entre otros aspectos, para la de- 
terminación de los montantes indemnizatorios y la naturaleza invalidante, o 
no, de las lesiones, por lo que, en este sentido, se aprecia una cierta aproxi- 
mación entre las mismas. 

b) Las indemnizaciones dimanantes de IalSeguridad Social suelen consistir 
en una pensión y sólo excepcionalmente en una cantidad alzada pagadera de 
una sola vez, mientras que las que se derivan de la responsabilidad extra- 
contractual se fijan habitualmente como~cantidad alzada. 
Los resarcimientos procedentes de actos, terroristas son siempre de este úl- 
timo tipo, por lo que, en este sentido, se aprecia una mayor similitud con la 
responsabilidad extracontractual. ~ 

(21) Cita en su trabajo, como base jurisprudenciaI y do&al de la naturaleza especial y no palti- 
monial de las indemnizaciones estudiadas, las Senlen& del T.S. de 16 de noviembre de 1983 y 
de 3 y 5 de junio de 1985, y los Dictámenes evacuados por el Consejo de Estado en las consultas 
np 47.861,47.865 y 41.969. 
(22) Silvia Díaz Alabart La responsabilidad estatal por los octos de bandas armadas y terrorütas, 
sobre el R.D. 1311188, de 28 de octubre. Anuario de Derecho Civil, Tomo XLIII, fasc. II, abril- 
junio, página 429. 
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c) La responsabilidad extracontractual trata de resarcir cualquier tipo de danos, 
y enteramente. Las normas de la Seguridad Social se ocupan, a similitud de la 
legislación antiterrorista, de reparar daños personales y no pretende resarcir- 
los por entero, sino hasta el límite que concretamente marcan sus normas. 

d) Las pensiones devengadas a consecuencia d ela normativa de Seguridad So- 
cial, poseen una cuantía predeterminada en cada caso, mientras que lascan- 
tidades’pagadas como indemnización de responsabilidad extracontractual 
son las adecuadas a cada supuesto concreto. 
A este respecto, la normativa antiterrorista establece, de modo semejante a 
la Seguridad Social, unas prestaciones previamente determinadas. 

e) Las pensiones de la Seguridad Social se conceden, normalmente, porque 
el que las recibe o sus causahabientes cotizaron en su momento, y, en los ca- 
sos en que no se exige tal tiempo previo de cotización, es preciso que exista, 
al menos, un contrato de trabajo. 
Por el contrario, para la existencia de responsabilidad extracontractual sólo 
se precisa la producción de un acto ilícito dañoso, único requisito que cons- 
tituye también el presupuesto necesario del deber indemnizatorio del Estado 
en los casos de atentados terroristas, 

f) En cuanto a los beneficiarios de los distintos tipos de resarcimientos, las in- 
demnizaciones concedidas por la legislación antiterrorista se acercan más 
ala normativa de la Seguridad Social, pues, en esta, los favorecidos, en caso 
de fallecimiento, están texativamente determinados según su grado de pa- 
rentesco, mientras que, por lo que respecta ala responsabilidad extracon- 
tractual, no existe un elenco tan cerrado, pues la indemnización corresponde 
a quien pueda haber sufrido daño con la muerte de una persona, incluso a 
los ligados con el causante por meros vínculos afectivos. 

g) Por último, también señala divergencias y semejanzas por lo que respecta 
a los procedimientos para reclamar los resarcimientos, y en materia de in- 
compatibilidades. 
De todo este elenco de semejanzas y diferencias entre la responsabilaidad 
extracontractual, los beneficios de la Seguridad Social y las indemnizacio- 
anes concedidas por el Estado a las víctimas de atentados terroristas con- 
forme a la legislación específica en la materia, concluye en reafirmar la 
naturaleza especial de estas últimas, constitutivas, como se ha dicho, de un 
tercer género, de lo que, además, deduce que cuando algún punto de su re- 
gulación especial resulte insuficiente, no será posible recurrir de manera au- 
tomática a los conceptos, normas o jurisprudencia de la responsabilidad con- 
tractual o de la Seguridad Social, sino que! en cada caso concreto, habrá que 
estudiar si la semejanza con estas figuras jurídicas justifica la aplicación su- 
pletoria de lo previsto para una u otra. 

111.7. María Victoria de Dios Vieitez (23), se decanta también por la natura- 

(23 ) María Victoria de Dios Vieitez: Resarcimiento por elEsfado de los dar& que originan los 
deliros de rerwümo. Actualidad Administrativa, núms. 17 y 18, página 513 y siguientes. 
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leza especial de la obligación indemnizatoria Asumida por el Estado respecto a los 
daños materiales derivados de actos terroristas, advirtiendo en la misma perfiles 
propios, que permiten diferenciarla, por una~parte, de la responsabilidad patri- 
monial de la Administración, ya que, al cont<ario de lo que ocurre en ésta, en la 
derivada de atentados terroristas no existe discrecionalidad del juez en orden a la 
fijación de la indemnización, pues siempre está predeterminada en la norma que 
la reconoce; además, ordinariamente han resultado excluídos de tales indemniza- 
cioanes por terrorismo los daños y perjuicios materiales, limitándose tan sólo a los 
personales, y, por último, porque se restringenNlos beneficiarios del resarcimiento. 

Y, asímismo, también se diferencia de lai prestaciones de la Seguridad So- 
cial, por el carácter extraordinario y no ordinario de las circunstancias a que obe- 
decen taies medidas asistenciales, y porque su cuantía se incrementa respecto de 
las prestaciones que abona la Seguridad Social cuando concurre alguno de los ries- 
gos que esta cubre. 

En consecuencia y según SU opinión, el tipo de resarcimiento de que se trata 
ha de situarse en el ámbito de la Administración asistencial, es decir, como una me- 
dida de este carácter asumida por el estado en r@n a la concurrencia de causas ex- 
traordinarias que justifican que los pejudicadqs por actos terroristas gocen de una 
indemnización, por lo que, incluso, podría hablarse de la existencia de una activi- 
dad juridico-administrativa de carácter bené@o por parte de los poderes públicos. 

Esto, hemos dicho, por lo que respecta a los daños corporales derivados de ac- 
ciones terroristas, porque, según advierte, los daños materiales han recibido dis- 
tinto tratamiento legal. Reiteradamente han vånido excluyéndose (hasta tiempos 
muy recientes) de esta modalidad indemnizatoria especial, y sometiéndose a las 
normas administrativas que les sean de aplicación, por lo que, de este modo, 
tradicionalmente se ha efectuado una remisión legal a las normas reguladoras de 
la responsabilidad patrimonial de la Administración, y, por tanto, en estos casos 
corresponde al juzgador, en último término, apreciar si concurren los hechos de- 
terminantes de tal responsabilidad patrimonial, lo que ordinariamente (24) ha sido 
desestimado, en base ala frecuente inexistencia, en los supuestos a examinar, de 
un nexo causal entre el resultado dañoso y la Administración. 

Por ello, la diferenciación resarcitoria que tradicionalmente han recibido en 
la legislación antiterrorista los daños personales (contemplados como originado- 
res de las indemnizaciones especiales previstas en la misma) y los daños mate- 
riales (reiteradamente excluídos de este régimen excepcional y sometidos, por 
tanto, a la normativa general de la responsabilida dpatrimonial de la Administra- 
ción), ya que, de otro modo, habrían resultado difícilmente resarcibles, porque, de 
no haber mediado esta normativa especial, habría tenido también que exigirse el 
requisito de la prueba del nexo causal entre la actividad de la Administración y 
el daño personal sufrido, lo que permitiría aventurar que las reclamaciones por da- 

(24) Cita las Sentencias del T.S. de 16 de noviembre de 1983 y de 15 de noviembre de 1985. 
I 
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ños corporales, al igual que viene sucediendo con las referidas a pérdidas mate- 
riales, habrían resultado ordinariamente desestimadas. 

111.8. Carmen Lamarca Pérez (25), por su parte, en el marco del estudio de 
la Ley Orgánica 9184, de 26 de diciembre, comienza recordando que los delitos de 
terrorismo generan, como cualquier otro, responsabilidad civil en los términos del 
artículo 19 y concordantes del Código Penal, obligando, por tanto, a restituir, re- 
parar los danos causados e indemnizar los perjuicios. 

Sin embargo, subraya que la citada Ley Orgánica contiene una serie de previ- 
siones especiales que, sin derogar este principio general, extienden al Estado el de- 
ber de indemnizar las lesiones corporales causadas con ocasión de los delitos de 
terrorismo, así como los danos y perjuicios derivados del esclarecimiento y re- 
presión de los mismos, concretamente en sus artículos 24 y 25, lo que supone 
una ampliación del sistema de responsabilidad adminsitrativa que trasciende la 
pura responsabilidad patrimonial, pues representa la asunción por parte del Estado 
de una obligación nacida, no de su propio funcionamiento, sino de la conducta 
de terceros, y más concretamente, de acciones delictivas dirigidas contra la propia 
organización estatal. 

En cierto modo, estas especiales indemnizaciones implican concebir al es- 
tado como garante de la vida e integridad de los ciudadanos frente aun género par- 
ticular de delincuencia, lo, que contribuye a fortalecer la legitimación del sistema 
jurídico, al aparecer ante los ciudadanos como un instrumento eficaz, no sólo para 
restaurar el orden perturbado, sino para proporcionar una pronta y segura satis- 
facción ala víctima. 

Y, siguiendo la línea diferencial a que en el apartado anterior hemos hecho 
referencia, señala que la Ley Orgánica 9184 arbitra, en efecto, un doble sistema in- 
demnizatorio. 

Uno, el específico que venimos tratando y contenido en su artículo 24, que de- 
clara resarcibles por el estado la muerte y lesiones causadas como consecuencia o 
con ocasión de la comisión de actividades delictivas comprendidas en dicha Ley 
y que, a su juicio, se genera tanto por la acción directa de los terroristas como 
por obra de los agentes gubernativos en sus tareas de esclarecimiento o represión 
de los delitos de este carácter. 

Y otro, comprendido en el artículo 25, de resarcimiento, tan sólo, de datios ma- 
teriales, por cuya virtud resulta indemnizables por el Estado los daños y perjuicios 
que se causaren a personas no responsables, como consecuencia o con ocasión del 
esclarecimiento o represión de las acciones a que se refiere dicha Ley, tratán- 
dose, pues, de responsabilidad patrimonial, y resultando perfectamente congruente 
con el sistema general de la misma, en el que la Administración responde de todo 

(25 ) Canten Lamarca Pérez: Tmtmienro jurídico del terrorismo. Colección de temas penales, se- 
rie A, np 3. Centro de Publicacioanes del Ministerio de Justicia. Madrid, 1985, página 349 y si- 
guientes. 
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daño en los bienes que se haya producido en El curso del esclarecimiento o de la 
represión de las acciones terroristas, es decir, be los producidos por el propio ac- 
tuar administrativo en relación con tales delitos, ya haya sido lícito o ilícito. 

IV. EXAMEN DE LOS DISTINTOS TIPOS DE OBL~GACIOANES INDEMNIZATORLM QUE 
PUEDENORKINARSEPARAEL ES~ADO ACONSECIJENCL4DEL4PERPETIUCION 
DE ACCIONES TERRORIStaS. 

Los trabajos doctrinales citados han centrado, como hemos visto, esencialmente 
sus reflexiones sobre la naturaleza y fundamento de aquellas obligaciones indem- 
nizatorias del Estado que con carácter especial han sido previstas en la legislación 
antiterrorista, en orden a lograr el más directo y eficaz resarcimiento de las vícti- 
mas por los daños (fundamentalmente los personales) derivados de este tipo ex- 
traordinariamente grave de delincuencia. 

El presente estudio, sin embargo, no pretende centrarse tan sólo en el limi- 
tado ámbito de tales indemnizaciones especiales, sino ofrecer un espectro más am- 
plio de posibilidades, tratando de exponer cual puede ser el abanico de responsa- 
bilidades económicas que para el Estado pueden derivarse de la comisión de ac- 
ciones delictivas terroristas, pues, a nuestro juicio, pueden adoptar diversas 
modalidades y obedecer a títulos de imputación diferentes, ello, además, con un 
enfoque actualizado, ala luz de la legislación actualmente vigente, en la que se 
han producido avances y novedades susttanciales, de entre los que resulta, por 
ejemplo, destacable, la posibilidad de resarcirpiento especial, no ya sólo a conse- 
cuencia de daños corporales (como ha sido tradicional en la normativa antiterro- 
rista hasta la Disposición Adicional Décima Novena de la Ley 31/91) sino tam- 
bién por daños materiales, si bien hoy circunkritos, merced a dicha Disposición 
y al Real decreto 673/92, de 19 de junio, al ámbito de la vivienda habitual de las 
personas físicas. 

IV.1. Posible exigencia de responsabilidad civil subsidiaria, derivada de 
responsabilidad penal por hechos de otros. Alusión a la S.T.S. de 12 de mano 
de 1992. 

(26) El Proyecto de Ley Orgánica de Código Penal, sin embargo, prevé una importante innovación 
del sistema actualmente vigente, eliminando la responsabilidad subsidiaria del Estado y las Ad- 
ministraciones Públicas consecuente a los delitos o falias cometidos por sus funcionarios, y con- 
templando una única responsabilidad patrimonial y directa que habrá de exigirse de la Adminis- 
tración responsable por el procedimiento establecido en su legislación administrativa propia, li- 
mitándose la sentencia penal a pronunciarse sobre la responsabilidad civil directa y personal de la 
Autoridad, funcionario o agente, sin entrar en ningún caSo a decidir sobre la relación entre la con- 
ducta del culpable y el servicio pfiblico de que se trafe,‘ni sobre la eventual responsabilidad de la 
Administración que, como se ha dicho, habría de exigike directamtne ante ésta y ante la Jmisdic- 
ción Contencioso Administrativa, sin que en ningún caso pueda darse lugar a duplicidad de in- 
demnizacioanes. 



En nuestra opinión, un pirmer deber indemnizatorio que podría ser imputable 
al Estado como consecuencia del terrorismo, pudiera consistir en la responsabi- 
lidad civil por hecho de otro, derivada de infracción penal, conforme al artículo 
22 del Código Penal hoy vigente, responsabilidad de carácter subsidiario (26) y 
de naturaleza quasi objetiva (de ponderado objerivisrno según las Sentencias del 
Tribunal Supremo de 18 de septiembre y 21 de diciembre de 1991) acaballo en- 
tre la culpa in vigilando o in eligendo, y el principio cuius esf commodum eius 
estpericulum o principio de creación del riesgo (Sentencia del Tribunal Supremo 
de 12 de marzo de 1992) y, en este caso, generada por una posible actividad 
delictiva terrorista si hubiere sido llevada a cabo por Autoridad, agente o fun- 
cionario público, por la que resultaran penalmente condenados, y siempre que 
concurrieran los requisitos de la prestación de un servicio público y que el aca- 
ecimiento delictivo terrorista se hubiere producido en el curso de tal servicio 
prestado. 

Por el momento, se trata de una mera posibilidad teórica, pues no conocemos 
haya recaído hasta el momento ningún pronunciamiento judicial en el que, por co- 
misión de un delito de terrorismo, haya sido dictada sentencia condenatoria con- 
tra un servidor público declarándose la responsabilidad civil subsidiaria del Es- 
tado, dadas las dificultades que entraña su comisión dentro del ámbito de las 
funciones administrativas, ello sin contar con el instintivo e inicial rechazo que 
puede producir la idea de que el propio Estado, objetivo último, como hemos di- 
cho, de los actos de terrorismo, pueda resultar civilmente condenado por insol- 
vencia de los propios autores materiales de los hechos, y con la posibilidad de que 
la institución de la responsabilidad civil subsidiaria derivada de la penal pueda re- 
sultar suprimida tras la publicación de un nuevo Código Penal, por lo que bien pu- 
diera quedar reducido el presente supuesto a una posibilidad meramente hipoté- 
tica 0 teórica. 

Sin embargo -aún a pesar de su falta de identidad plena con el caso que nos 
ocupa-, no podemos resistirnos a hacer, al menos, referencia, por su aproxima- 
ción al tema de que se trata, ala reciente Sentencia de la Sala Segunda del Tribu- 
nal Supremo de 12 de marzo de 1992, dictada en resolución de los recursos de ca- 
sación interpuestos contra la Sentencia de la Audiencia Nacional de 20 de sep- 
tiembre de 1991, condenatoria de los procesados José Amedo Fouce y Michel 
Domínguez Martínez. 

Y la traemos a colación, a título, como decimos, meramente ilustrativo, 
porque puede servirnos de ejemplo práctico, pese a que los acusados fueron en 
realidad absueltos por la Audiencia Nacional -y confirmada dicha absolución 
por el Tribunal Supremo- del delito terrorista de pertenencia a banda armada, 
y condenados, tan sólo, como criminalmente responsables de sendos delitos de 
asociación ilícita, calificación penal que había sido objeto, precisamente, de 
recurso de casación por infracción de ley por parte de los acusadores y de la 
acción popular, toda vez que, ajuicio de los recurrentes, la organización Gal, a 
la que pertenecían los encausados, contenía los elementos necesarios para poder 
ser considerada como banda armada u organización terrorista, y, en c9nsecuen 
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cia, a su juicio, en lugar de los artículos 173.1. y 174.1 del Código Penal, debía 
haber sido aplicado el artículo 7.1., párrafo segundo, de la Ley Orgánica 9184, 
de 26 de diciembre vigente en el momento de los hechos, y hoy artículo 174.3. 
del Código Penal, que castiga la integración en banda armada u organización te- 
rorista, en grado de dirigentes (27). 

Sometido a análisis este motivo de casacibn -pese a que según el Alto Tri- 
bunal había sido adducido impropiamente desde el punto de vista formal-, tras 
constatar la Sala que la Sentencia de la Audiencia Nacional recurrida no había de- 
clarado como hecho probado la pertenencia de /os acusados al grupo terrorista Gal, 
subraya que el legislador ha querido separar la asociación que se mueve en tomo 
a la delincuencia común (asociación ilícita) de aquella agrupación armada que ac- 
tua inmersa en el mundo del terrorismo. Ambas exigen, como nota imprescindi- 
ble, la permanencia o estabilidad del grupo. Pero la banda y la organización te- 
rrorista tienen una mayor entidad, en tanto que buscan la subversión del orden so- 
cial establecido o la derrocación del sistema democrático que como programación 
política regula el desenvolvimiento de un estado, supresente y su futuro, y el ejer- 
cicio de los derechos y obligaciones de la ciudadanía, en cualquier casopor mé- 
todos violentos, inhumanos o insolidarios, que en el supuesto de la organización 
terrorista o rebelde implica la jittalidad expresa de infundir terror a todos los ni- 
veles (28). 

En este sentido concluyó el Tribunal Supremb, los actos realizados por los 
acusados respondían al contexto comprendido en el artículo 173.1. del Código Pe- 
nal, ya que sobre la base de un grupo mínimo de dos personas (Sentencia de 8 de 
octubre de 1979) la organización en cuestión se había estructurado más allá de la 
comisión de unos hechos delictivos concretos, pero no podían entenderse inmer- 
sos en la definición de banda armada, pues ésta implica una mayor e importante 
estructuración jerarquizada,una mayor consideración de las funciones a realizar 
y una mayor pluralidad de sujetos intervinientes, por lo que la actuación enjuiciada 
de los condenados si bien complicada, difícil y pormenorizada, no excedía, sin em- 
bargo, de una mera pero rechazable y repudiable asociación que, sin mayor es- 

(27) Así pues, y como decimos, el presente caso no cosntituye exactamente una responsabilidad 
civil subsidiaria derivada de delito de terrorismo (del que constituye su nota esencial cualifica- 
dora y el motivo básico de la agravación de la sanción penal, transformando la delincuencia común 
en terrorista, es el objetivo político, que implica un ataqhe contra el sistema constitucional y la es- 
tructura democrática de la sociedad, pretendiendo la im@ción, por la fuerza, de determinadas op 
ciones políticas, incluso la sustitución de la forma de Gobierno y de Estado, mediante la comisión 
sistemática y planificada de actos delictivos y el atentado contra la libertad y la seguridad de Ikos 
ciudadanos, toda vez que el Tribunal Supremo desestimó la pretendida calificación terrorista de los 
hechos encausados), pero no cabe duda, sin embargo, de la difusa línea separatoria entre el delito 
de asociación ilícita y la pertenencia a banda terrorista, discutida en el proceso. 
(28) En semejantes términos se expresan también las ptencias del Tribunal Supremo de 25 de 
enero y 27 de mayo de 1988. 

138 



quema organizativo... planeó los objetivos y las finalidades explicadas por la Au- 
diencia, desestimándose, en consecuencia, los motivos de casación planteados. 

No obstante ello, y al margen de no haber considerado la conducta de los en- 
causados como constitutiva de un delito de terrorismo, declaró la responsabili- 
dad civil subsidiaria del Estado, en base a las siguientes consideraciones: 

a) Que los encausados llevaron a cabo sus diversas acciones delictivas durante 
todo el iter crimine, hallándose de servicio, es decir; sin estar de permiso, 
ni en horas libres, ni en situación funcionaria1 distinta de la activa, y, por 
ello, el cordón umbilical que une su relación de dependencia alfuncionario 
con la Administración se nos muestraperfectamenteperfilado con todos sus 
requisitos. Además, incluso, a uno de los funcionarios le había sido enco- 
mendado de modo específico por sus superiores, pagándole para ello con 
fondo del erario público (los fondos reservados tienen esa naturaleza aun- 
que no estén sometidos a fiscalización de tipo contable), una misión muy 
concreta a llevara cabofuera del territorio nacional, circunstancia ésta que 
demuestra aún más esa idea de dependencia que hemos indicado. 

b) Que de una interpretación lógica y finalista de lo dispuesto en el artículo 
22 del Código Penal, y habida cuenta de la doctrina jurisprudencia1 exis- 
tente en la materia, podemos indicar lo que sigue: 
Esta Sala, en incontables sentencias y aún sin llegar al límite del concepto 
jurídico de responsabilidadobjetiva, ha sido (y es) realmente aperturista y pro- 
gresiva en la interpretación del referido precepto con ánimo loable de que en 
el área de las consecuencias económicas que puedan inferirse de una acción 
criminal se evite a los perjudicados situaciones de desamparo producidas 
por la circunstancia, tantas veces observada en la práctica, de la insolvencia 
total o parcial de los directamente responsables. En este sentido, bástenos ci- 
tar las sentencias de 20.4-1985,1675-1986 y 4-9 y 4-10 de 1991, y las más re- 
cientes de 8 y 18 de noviembre de 1991, en las que de modo general (sobre 
todo en esta última) se expresa que la responsabilidad civil subsidiaria, ba- 
sada no ya en la culpa in eligendo, in vigilando o in educando, sino en el prin- 
cipio de creación del riesgo, se genera cuando el responsable criminal actúa 
con la anuencia del presunto responsable civil subsidiario, entendida esa anuen- 
cia en sentido general como al servicio de o bajo la dependencia de. 
En el presente caso, se nos aparece con total claridad, por lo antes dicho, que 
ambos agentes inculpados actuaron siempre y en todo momento cuando se 
hallaban bajo la dependencia de sus superiores y al servicio (al menos uno 
de ellos) de un mandato gubernativo por razón de su cargo, aprovechándose 
ambos de su condición de policías y del servicio encomendado para realizar 
las acciones criminales objeto de enjuiciamiento y condena. Es decir, tal ac- 
tuación se realizó dentro del propio círculo funcionaria1 y, además, sirvió 
para facilitar el hecho delectivo. 

c) Que, contrariamente a la tesis sostenida por la Audiencia Nacional, no puede 
apreciarse una extralimitación por parte de los encausados en las funcio- 
nes encomendadas. 
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Entendemos --ajG-ma el Tribunal Supremo-que esto constituye un argu- 
mento sin demasiada consistencia e, incluso, sofístico, ya que esprecisa- 
mente ese dato de la extralimifación lolqueprovoca o nospone de mani- 
fiesto la idea o el concepto de lo subsidiario, pues de no haber habido ex- 
ceso en el cumplimiento del deber nos’hallaríamos en presencia de una 
responsabilidad de los mandos supetioks del Ministerio del Interior; bien 
en concepto de inductores del n”2 del drtículo 14 del Código Penal, bien 
como cooperadores necesarios del n”3 /iel mismo precepto; de haber sido 
asi resultaría también (obvio es decirlo)ila responsabilidad civil directa del 
estadoy no simplemente la subsidiaria. I 

Así pues, y tras rechazar que se estuviese efectuando una interpretación ex- 
tensiva del artículo 22 del Código Penal, el Tribunal Supremo dio lugar a la esti- 
mación de la pretensión contenida en el motivo de casación alegado, declarando 
la responsabilidad civil subsidiaria del Estado, procedente de la responsabilidad 
civil directa de los encausados y condenados José Amedo Fouce y Michel Do- 
mínguez Martínez (29). 

De todo lo dicho hasta ahora se infiere la posibilidad legal de que si recayere 
sentencia condenatoria contra un servidor público (agente, delegado o funcionario), 
acreditándose la naturaleza terrorista de los hechos perpretados (lo que ha estado 
apunto de ocurrir, dada la sutil y estrecha línea diferenciadora entre asociación 
ilícita y grupo terrorista), y estos guardaran conexión con su actividad funcionaria1 
en sentido amplio -es decir, excluyéndose su actividad meramente privada! y ma- 
nifestándose en el desempeño y ejercicio del cargo que ostenta en la orgamzación 
administrativa, ya fuere este estable o duradero, o, por el contrario, fugaz y transi- 
toric-, ello decantaría la responsabilidad civil por vía de subsidiaridad que arbitra 
el aludido artículo 22 del Código Penal actualmente vigente, y que entraría en juego 
por inoperatividad del artículo 19 del mismo Texto Legal, cubriendo el Estado, con 
su solvencia, la insolvencia, en todo o en parte, del funcionario condenado, autor 
criminal de la acción terrorista y responsable, Eor tanto, civil directo. 

IV.2. Improcedencia de solicitud de resarcimiento en la Vía Civil o Adminis- 
trativa, una vez declarada en la Penal la responsabilidad Civil Subsi- 
diaria del Estado 

Naturalmente, si el proceso penal terminase con sentencia condenatoria, re- 
solviendo sobre la responsabilidad civil directa pel responsable y subsidiria del Es- 

(29 ) Contra esta declaración de responsabilidad civil subsidiaria del Estado, formuló, sin embargo, 
voto particular el propia redactar Ponente de la Sentencia, Excmo. Sr. D. José Augusta de Vega 
Ruiz, en base, fundamentalmente, a que, en su estimación, la conducta de los acusados había es- 
tado totalmente desconectada de la función pública que les estaba encomendada, no guardando nin- 
guna relación con su trabajo, por lo que el ilícito perpetrado había quedado claramente extramu- 
ros del área de actuación normal de los mismos. 
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tado, no cabría, a nuestro juicio, plantear, por parte del perjudicado o pejudica- 
dos, un pleito civil sobre tales responsabilidades, ni tampoco reclamar en la vía 
administrativa la posible responsabilidad patrimonial de la Administración en re- 
lación con los hechos enjuiciados. 

No hay que olvidar que el sistema -hasta cierto punto ilógico desde el punto 
de vista jurídico- diseñado en nuestro actual Derecho Patrio, de resolver en el 
proceso penal también sobre las responsabilidades civiles (y en el que, conforme 
al artículo 112 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal se entiende, como principio 
general, utilizada la acción civil una vez que se ejercita la penal), busca, pleno de 
sentido justo y humano, el amparo de la víctima del delito para que, además de 
acudir a la vía penal, no haya de buscar la indemnización de los daños sufridos en 
el costoso, largo e incierto procedimiento de una contienda civil, consiguién- 
dose, por el contrario, la práctica y efectiva reparación de los daños ocasionados 
por el delito en el mismo proceso criminal, y, en consecuencia, el total restable- 
cimiento del orden jurídico perturbado. 

El resarcimiento deparado en el proceso penal es pleno e integral, y pretende 
dejar indemne a la víctima de las consecuencias daríosas de la infracción penal co- 
metida, abarcando, conforme a los artículos 101 y siguientes del Código Penal, 
la restitución (con abono de deterioros y menoscabos), la reparación (valorándose 
también la afección del agraviado), y la indemnización de todos los perjuicios, 
materiales y morales, irrogados a la víctima, a su familia, o a terceros. 

Por consiguiente, siendo declarado en la condena penal lo pertinente en or- 
den al resarcimiento total de los perjuicios sufridos por el agraviado como con- 
secuencia de la infracción criminal cometida, no resulta posible someter de nuevo 
la misma cuestión, ya resuelta, a conocimiento de los Organos de la jurisdicción 
Civil, ni siquiera en vía de revisión, pues, como afirmaba la Sentencia del Tribu- 
nal Supremo de 2 de enero de 1978 respecto a reclamación formulada ante la Ju- 
risdicción Civil por los perjudicados en alegación de perjuicios que, según ellos, 
no les habían sido reconocidos en el juicio penal seguido y en el que ya había re- 
caído resolución definitiva, la Sentencia penal, al propio tiempo que resuelve so- 
bre los hechos delictivos, tiene que hacer lo propio sobre las responsabilidades ci- 
viles consecuencia de los mismos, de forma que ala Jurisdicción Civil no le es po- 
sible conocer o revisar lo resuelto por dicha Sentencia, ni le es Jícito suplir, completar 
o rectificar deficiencias, omisiones o incluso olvidos que pudieran apreciarse, 
cometidos en el pronunciamineto penal; y en el mismo sentido, la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 23 de septiembre de 1982, siguiendo los criterios de la de ll 
de junio de 1981, declara, igualmente, que la responsabilidad patrimonial de la Ad- 
ministración, contemplada en los artículos 106.2. de la Constitución y en el hoy 
superado artículo 40 de la Ley de Régimen Jurídico de la Administración del Es- 
tado, sólo es exigible al margen de los articukx del Código Penal reguladores 
de la responsabilidad civil, es decir; cuando, por inexistencia de una infiacciónm 
criminal desatadora de las consecuencias jurídicas desarrolladas en los artículos 
19 y siguientes de dicho Texto Legal, se ocasiona un daño o perjuicio noprove- 
niente de delito o falta, que deba resarcirse a quien lo sufra, y, asímismo es de re- 
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saltar el Dictamen del Consejo de Estado n” 52.069, de 9 de marzo de 1989, con- 
forme al cual, la aplicación de un medio espkial de cobertura en cuanto impli- 
que una indemnidad integral -como ocurre t!n el caso de la declaración de res- 
ponsabilidad civil subsidiaria del Estado a cdnsecuencia de hecho delictivo, or- 
denada a la completa indemnizaci@ de toa¿x lbs dafios originadospor el mismo- 
excluye la utilización simultánea del sistema previsto en el citado artículo 40 de 
la Ley del Régimen Jurídico de la Administración del Estado. 

Por otra parte, parece también convenient$ecordar, al respecto, que resultaba 
tradicional en la Jurisprudencia y en la doctnpa (30) que, en el campo de la res- 
ponsabilidad patrimonial de la Administració?, el dolo civil del funcionario solía 
excluir la imputación a aquella de los resultados dañosos causados, ya que se afir- 
maba que dicho ilícito civil proboca la desapa+ión de la relación orgánica exis- 
tente entre el funcionario y el ente público, de donde se desprendía que el único 
sujeto responsable frente al tercero dafiado dehe ser el funcionario mismo, sin ha- 
ber lugar por tanto ala exigencia de responsab!lrdad ala Administración, y si tal 
dolo civil se entendía que excluye la responsabdidad patrimonial, con mucha más 
razón el dolo pena1 debe producir idéntico efecto, y, por consiguiente, la respon- 
sabilidad civil subsidiaria de la Administración derivada de delito del funcionario, 
debe ser exigida y declarada en dicha vía pena1 (o en la civil, caso de reserva de la 
acción civil, como a continuación veremos), pefo no en la vía administrativa o con- 
tencioso administrativa (31), o en 10 civil, una vez recaído pronunciamiento penal 
condenatorio. 

(30) Aunque esta postura ha sido también en ocasiones Criticada por algún sector doctrinal, corno, 
por ejemplo, Jesús Leguina Vila, en su obra La responsdbil&td civil de la Administración Pública, 
Biblioteca Tecnos de Estudios Jurídicos, Madrid 1983, pág. 213 y siguientes. 
(31) Repetimos que se trata de criterios puramenk jurisprudenciales y del mayoritario sector doc- 
trinal, tradicionalmente formulados con anterioridad a la’entrada en vigor de la Ley 30192, de 26 de 
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis- 
trativo Común, porque, en base a la misma, no cabe duda que hoy, desde el punto de vista legal, no 
existe óbice alguno para que los particulares puedan exigir la responsabilidad directa de la Admi- 
nistración Pública pese a la existencia de dolo, culpa o Negligencia grave en la actuación del fun- 
cionario, sin perjuicio de la posterior exigencia de responsabilidad al mismo, estableciéndose al res- 
pecto en su artículo 125 que; 11 para hacer efectiva la responsabilidad patrimonial a que se refiere 
el Capítulo I de este Título, los particulares exigirán directamente a la Administración Pública co- 
rrespondiente las indemnizaciones por los daños y perjuicios causados por las Autoridades y puso 
nal a su servicio. 2 la Administración correspondiente, cuando hubiw indemnizado directamente a 
los lesionados, podrá exigir de sus Autoridades y demás personal a su servicio la responsabilidad 
en que hubiera incurrido por dolo, culpa o negligencia grave, previa la instrucción del procedimiento 
que reglamentariamente se estableza, precisando, además, el artículo 146.2. que la exigen& de res- 

pombilidadpenal delpersonal al servicio de Iris Administraciones Públicas no suspenderá los pro- 
cedimientos de reconocimiento de responsabiluiadpa~imoniBl que se wtruyan, ni interrumpirá 
elplazo de prescripción parn iniciarlos, salvo que la determinación de los hechos en el orden ju- 

risdiccionalpeml sen necesaria para la fijación de la re~ponsobilidadpntrimonial. 
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IV3 Posibilidad de reserva de la acción para la exigencia de la responsabili- 
dad estatal ante la Jurisdicción Civil 

No obstante, y como el propio artículo 112 de la Ley de Enjuiciamiento Cri- 
minal admite, el ofendido por el delito puede reservarse la acción civil, no ejerci- 
tándola en el proceso penal, y una vez dictada Sentencia condenatoria, entablar 
la reclamación oportuna en la vía correspondiente. 

Y como nos encontramos ante el hipotético supuesto de que al haber sido 
perpretada una supuesta acción terrorista por funcionario público en relación con 
el servicio, nace para el Estado la consiguiente obligación resarcitoria civil con ca- 
rácter subsidiario, cabría preguntarse, en este caso de reserva, ante qué orden ju- 
risdiccional debe ventilarse la acción indemnizatoria contra el Estado (es decir, 
si en la vía civil o en la contencioso administrativa), dada la realidad del sistema 
de dualidad de jurisdicciones excluyentes entre sí actualmente vigente, pues, como 
reconoce la Sentencia del Tribunal Supremo de 1 de julio de 1986 el rema de la 
competencia para exigir responsabilidad a la Administración, es cuestión que 
ofrece considerables dificultades por cuanto es indudable que tul responsabilidad, 
en unos casos, es exigible ante la Jurisdicción Civil, y en otros ante la Conten- 
cioso Administrativa, siendo a vecesproblemático saber cuando ha de conocer 
una y otra. 

En esta cuestión no cabe hablar de una Jurisprudencia plenamente consolidada, 
pues se advierte, a veces, notables contrastes entre decisiones del Tribunal Su- 
premo sobre casos análogos, existiendo discrepancias entre las Sentencias al res- 
pecto dictadas por la Sala de lo Civil y por la de lo Contencioso Administrativo, 
cuyos criterios no en pocas ocasiones han sido contradictorios. 

Pero hemos de reseñar que la doctrina mayoritariamente mantenida ha sido 
la de declarar la competencia preferente de la Jurisdicción Civil, por una parte 
en base a una intepretación restrictiva de la expresión funcionamiento normal 
o anormal de los servicios públicos conforme a la que, como anteriormente de- 
cíamos, la negligencia o dolo del funcionario, ha sustraído ordinariamente el su- 
puesto de hecho correspondiente de la órbita Contencioso administrativa, y, así- 
mismo, a la vis atractiva de la Juridsdicción Ordinaria, a la vez que se muestra 
una tendencia constante a atribuir el conocimiento a esta última, siempre que re- 
sulte conjuntamente demandados una persona física o jurídica privada y un Ente 
Público. 

Por todo ello y de acuerdo con los criterios jurisprudenciales más usuales, caso 
de reserva de la acción civil contra el autor del hecho terrorista y contra el Es- 
tado como responsable subsidiario al amparo del artículo 112 de la Ley de Pro- 
cedimiento Criminal y a pesar de la genérica remisión que el Código Civil efec- 
túa en favor del Código Penal en su artículo 1.092, habría aquella de ejercitarse 
ante la Jurisdicción Civil en base a los artículos 1.902 y 1.903 del mismo Có- 
digo, perfectamente aplicables. 
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IV.4. Procedencia de la misma Vía Jurisdisdicional para la exigencia de las 
Responsabilidades Civiles del Estado;, caso de fallecimiento, indulto o 
absolución del funcionario culpable ~ 

Igualmente ocurriría en el supuesto de extinción de la responsabilidad crimi- 
nal caso de fallecimiento del presunto culpable antes de haber recaído sentencia 
penal, o por indulto, en los que la víctima contará con la posibilidad de entablar 
reclamación civil ante la Jurisdicción de este orden, habiendo de ser claramente 
aplicadas las reglas sobre responsabilidad contenidas en el Código Civil. 

A este respecto, resultan reseñables los criteiios contenidas en la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 5 de julio de 1983, dictadalen recurso de casación interpuesto 
en relación con los hechos siguientes: 

El marido de la demandante había fallecido, en 1984 por los disparos realiza- 
dos por un Subinspector de Policía que había actuado con manifiesta despropor- 
ción, ya que los había efectuado por la espalda, mientras el fallecido se hallaba de 
cara a la pared y otro funcionario le colocabaIlas esposas. Seguidas las corres- 
pondientes actuaciones penales, fueron sobreseídas por aplicación de los Decre- 
tos de Indulto de 25 de noviembre de 1975 y I4 de marzo de 1977, si bien con 
reserva de las acciones legales correspondientes a los perjudicados. 

Ia viuda del finado entabló ante el Juzgado de Priemra Instancia demanda de 
juicio ordinario de mayor cuantía contra la Administración del Estado (Ministerio 
del Interior), en reclamación de la indemnización pertinente y en base a los ar- 
tículos 1.902 y 1.903 del Código Civil, por los’perjuicios derivados de la muerte 
de su esposo. l 

El Servicio Jurídico del Estado, en la contestación a la demanda, además de sos- 
tener que la actuación del Policía había sido motivada por la propia conducta del 
detenido en un intento de agresión a los Agentes, mientras era esposado, alegó que, 
habida cuenta que la demanda se había dirigido contra la Administración del Es- 
tado, el conocimiento d ela pretensión correspondía a la Jurisdicción Contencioso 
Administrativa y no ala Ordinaria, concluyendo en súplica de que se declarase, 
en consecuencia, la incompetencia de esta última para fallar la cuestión debatida. 

El Juzgado estimó la excepción de incompetencia de jurisdicción formulada 
por la Administración demandada y, apelada la!Sentencia, fue íntegramente con- 
firmada por la Audiencia. 

La demandante interpuso, entonces, recurso de casación, que fue acogido por 
el Tribunal Supremo, afirmándose indubitadamente la competencia del Tribunal 
Civil para decidir acerca de una responsabilidad de esta índole nacida por re- 
misión de la Autoridad Penal a la vía ordinaria en virtud de haberse declarado 
extinguida lapresunta de aquel orden, y ello en base a las siguientes argumenta- 
ciones fundamentales: 

a) En primer lugar, el propio beneficio de la víctima, que, caso de estimarse 
la cuestión de incompetencia suscitada por el representante de la Adminis- 
tración, se vería abocada a unperegrinaj~dehrisdicción con notable apla- 
zamiento de la resolución, lo que irrogare un irreparable perjuicio a la fa- 
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milia del fallecido, que, necesitada de reparación, se vería embarcada en una 
nueva búsqueda de juez competente, lo que además vulneraria el derecho a 
la tutela efectiva consagrado en el artículo 24 de la Constitución. 

b) Que tales responsabilidades civiles, inevitablemente calificables ex de- 
licto, debían haber sido en principio estimadas en la vía penal en la que ve- 
nían siendo perseguidas, como pura secuela de la sanción penal. 

c) Que, de haber quedado reservadas en el proceso sancionador penal, habrían 
podido ser enjuiciadas civilmente. 

d) Que la Jurisdicción Civil, matriz de las especializadas, es, de suyo, atrac- 
tiva. 

e) Que el desplazamiento pretendido a la Jurisdicción Contencioso Adminis- 
trativa incrementaría el beneficio penal del indulto otorgado, ya que, como 
se ha dicho, produciría una evidente dilación en el abono de las responsabi- 
lidades civiles exigidas. 

En consecuencia de todo ello, y como se dice, la Sala estimó el recurso de ca- 
sación planteado, declarándose, pues, la responsabilidad civil del Estado en base 
a los artículos 1.098 y 1.902 del Código Civil, y no en base a los preceptos de las 
normas administrativas que perfilan la responsabilidad patrimonial, reiterándose 
que la formulación de damanda de la responsabilidad civil del Estado en base al 
Código Civil, ante la Jurisdicción Civil, aparecía correctamente efectuada. 

IVS. Supuestos de compatibilidad de la responsabilidad civil subsidiaria 
del Estado con las indemnizaciones que con carácter especial le son im- 
puestas por la Legislación Autiterrorista 

La declaración, en condena penal, de la responsabilidad civil subsidiaria del 
Estado derivada de un delito de terorismo hipotéticamente cometido por un servi- 
dor público en el ejercicio de sus funciones, resulta compatible con las especia- 
les indemnizaciones que la legislación antiterrorista reconoce e impone a la Ad- 
ministración (Ministerio del Interior) por los concretos daños personales y mate- 
riales contemplados taxativamente en la misma y sufridos ocmo consecuencia o 
con ocasión de las actividades delictivas cometidas por bandas armadas o elementos 
terroristas (debiéndose recordar que se trata, en este caso, de una responsabilidad 
administrativa de carácter directo y especial), ya que, a tal efecto, el artículo 4 del 
Real Decreto 673/92, de 19 de junio, normativa vigente al respecto, dispone que 
los resarcimientos queprocedan por daños corporales serán compatibles con cua- 
lesquiera otros a que tuvieran derecho las víctimas o sus causa-habientes; y, así- 
mismo, por lo que se refiere a las indemnizaciones como consecuencia de los da- 
ños materiales ocasionados en la vivienda habitual de las personas físicas, enten- 
demos que resultarían también compatibles con la declaración de tal responsabilidad 
civil subsidiaria del Estado, y ello por aplicación de los principios generales con- 
tenidos en su artículo 16, cuando las cantidades fijadas en la Sentencia Penal no 
llegasen a alcanzar, por algún motivo, los valores indemnizatorios previstos en los 

artículos 14 y 15. 
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IV.6 Posibilidad de disparidad entre la Sentencia Penal y la Resolución Ad- 
ministrativa dictada en los procediqientos de concesión de tales in- 
demnizaciones especiales 

Pera para el nacimiento del derecho al resarcimiento especial prevenido en el 
citado Real Decreto 673/92, resulta requisito necesario la existencia de nexo cau- 
sal entre las actividades delictivas terroristas y el resultado dañoso producido, para 
cuya comprobación debe instruirse el correspondiente expediente administrativo 
previsto en su artículo 3, pudiendo su resolución ser impugnada en la vía conten- 
cioso administrativa, procedimiento que, conforme al artículo 3.1., no deberá verse 
interrumpido con motivo de la incoación de actuaciones judicialespor razón de 
los hechos delictivos de que se trata. 

Dada la mayor celeridad de tramitación deleste expediente, por su carácter de 
urgencia, podría darse lugar a una disparidad’entre la resolución administrativa 
al efecto dictada, y la Sentencia Judicial que en la vía penal recayese, en su día, 
respecto a los hechos enjuiciados, con posterioridad a aquella. 

En efecto, la resolución administrativa ya dictada podría ser denegatoria (ne- 
gando el nexo causal o la naturaleza terrorista de los hechos) y, en cambio, la sen- 
tencia penal posterior declarar probada la concurrencia de tales circunstancias. En 
este caso, el no 2, párrafo primero, del citado’Rea1 Decreto 673/92 autoriza ex- 
presamente al interesado a instar la revisión de la resolución administrativa, den- 
tro del plazo de un año a contar desde la notificación de la sentencia o desde la fe- 
cha en que hubiere tenido conocimiento efectivo de la misma. Tal revocación no 
presenta problema alguno, ya que no se trataría de una revisión inpeius, sino todo 
lo contrario, pudiendo perfectamente accederse a la solicitud formulada, mediante 
revisión administrativa estimatoria que anularfa la anterior resolución. 

Pero puede también suceder que la Administración debiera revocar el derecho a 
la indemnización concedida en la vía administrativa! porque la sentencia penal pos- 
terior declarase inexistente el nexo causal en princtpto apreciado por la Adminis- 
tración, o negase la naturaleza terrorista de los hechos enjuiciados. A este supuesto 
se refiere el párrafo segundo de este mismo artículo 2.2. estableciendo que cuando 
recaiga sentencia penal firme que determine la inexistencia de dicho nexo causal, 
la Administración podrá revisar de oficio la r&olución administrativa dictada. 

Se plantea entonces la cuestión del cauce formal procedente para llevar acabo 
la revocación del acuerdo administrativo en cuestión. 

Carmen Lamarca Pérez (32) a la luz de los artículos 110 y siguientes de la Ley 
de Procedimiento administrativo, estimaba de aplicación el procedimiento conte- 
nido en el nQ 2 del citado precepto, (anulación de oficio previo Dictamen del Con- 
sejo de Estado), en lugar del prevenido en su nn 1 (que requería la declaración pre- 
via de lesividad para el interés público y la ulterior impugnación ante la Jurisdic- 

(32) op. cit., página 353. 
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ción Contencioso Administrativa), ya que, a su juicio, el hecho de existir una sen- 
tencia penal contradictoria con la resolución administrativa declaratoria de la exis- 
tencia de nexo causal con acción terrorista, implica ya una infracción manifiesta 
del ordenamiento jurídico, y, además, no parece necesario ni razonable acudir a 
otra Jurisdicción, aunque fuere de orden diferente, cuando a consecuencia de un 
fallo penal resulta acreditado que el acto administrativo en su día dictado se fundó 
en una errónea apreciación de los hechos, siendo, asímismo, muy discutible, que 
un Tribunal de lo contencioso Administrativo tenga competencia para decidir, en 
un procedimiento de lesividad, sobre una cuestión incidental de carácter penal, 
como es la de determinar el carácter terrorista de unos hechos y su nexo de ca- 
sualidad con la víctima cuando existe ya un previo pronunciamiento penal firme 
sobre el particular. 

Hoy día, y ala vista del artículo 103 de la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de 
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admin- 
sitrativo Común, no parece existir óbice alguno para la asunción de tal criterio, 
siempre que tal procedimiento de revisión se inicie antes de transcurridos cuatro 
años desde que fue dictado el acto administrativo declaratorio de la procedencia 
de indemnización especial, ya que del contenido de la Sentencia penal dictada se 
desprende la infracción grave de la normativa administrativa aplicable. 

Pero, como apunta también Carmen Lamarca, puede existir un tercer supuesto 
de conflicto, entre el fallo penal y la Jurisdicción Contencioso Administrativa, caso 
de haberse interpuesto por el interesado recurso de esta naturaleza, contra la reso- 
lución administrativa dictada en el procedimiento indemnizatorio de que se trata. 

Si ambos procedimiento (penal y contencioso administrativo) están en curso, 
tanto la Administración como la víctima pueden plantear una cuestión inciden- 
tal, lo que conllevaría la detención de las actuacioanes en la vía contenciosa (in- 
terrumpiéndose también el plazo de prescripción como advierte la Sentencia del 
Tribunal Supremo de ll de octubre de 1984), hasta que se dicte la sentencia pe- 
nal. 

Si, por el contrario, cuando se dicta ésta ya ha recaído fallo en la vía conten- 
ciosa, sólo podrá caber, en su caso, el recurso de revisión regulado en el artículo 
102 de la Ley de la Jurisdicción, con todos los problemas que ello suscita, pues, 
en realidad, el caso en cuestión no se encuentra claramente comprendido en nin- 
guno de los supuestos específicos contemplados en la norma que legitima la in- 
terposición de este recurso extraordinario. 

IV.7. Compatibilidad entre la responsabilidad Divil Subsidiaria del Estado y 
el reconocimiento de pensiones extraordinarias derivadas de actos te- 
rrorista 

Por último, y para completar las reflexiones expuestas en tomo a la posible res- 
ponsabilidad civil subsidiaria del Estado derivada de delito de terrorismo, hay que 
resaltar que ésta también resultaría, en todo caso, compatible con el reconocimiento 
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de las pensiones extraordinarias a que, en el Régimen de Seguridad Social o de 
Clases Pasivas del Estado, las víctimas de las acciones terroristas pudieran tener 
derecho, en su propio favor o en el de sus familiares. 

V. POSIBLESOLICITUDDERESARCIMIENTOENBASEALARESPONSABILIDADPA- 
TRIMONIALDELESTADO:kQUISITOS i 

En segundo lugar, a consecuencia de las acciones terroristas puede también ge- 
nerarse la responsabilidad patrimonial del Estado en base al artículo 106.2. de la 
Constitución, y hoy de los artículos 139 y siguientes de la Ley 30192 y Real De- 
creto 429/93, de 26 de marzo, responsabilidad, como al principio decíamos, que 
puede nacer al margen de toda idea de dolo o’de culpa, por lo que, en principio, 
cualquier consecuencia dañosa derivada del funcionamiento de los servicios pú- 
blicos -lícito o ilícitw debe ser indemnizada; de naturaleza directa, ilimatada, 
y dirigida al resarcimiento integral de los danos producidos por el actuar admi- 
nistrativo, siempre, naturalmente, que concurran los requisitos legales en los que 
se asienta dicho instituto, y que muy sintéticamente y a modo de recordatorio bá- 
sico, se pueden resumir en los siguientes: : 

a) La producción de una lesión, entendida como daño antijurídico real y efec- 
tivo, evaluable económicamente (pudiéndose también tomar en considera- 
ción el daño moral en aras de la reparación integral, como admiten las Sen- 
tencias del Tribunal Supremo de 4 de diciembre de 1980,7 de diciembre de 
1981,30 de marzo y 8 de junio de 1982112 de marzo de 1984,18 de marzo 
de 1985,26 de enero de 1986 y 10 de octubre de 1988) e individualizado en 
relación con una persona o grupo de personas determinado, y que, por con- 
siguiente, excede de la carga común que todos los administrados tienen 
eld eber de soportar. 

b) Que dicha actividad dañosa resulte imputable ala Administración, esto es, 
que sea debida al funcionamiento normal o anormal de los servicios públi- 
cos, entendiéndose éstos de una forma amplia, como sinónimo genérico de 
actividad administrativa (hecho o acto enmarcable dentro del amplio con- 
cepto de gestión pública o trúfico ordinario de la administración), y abar- 
cando, por tanto, el servicio público estricto o prestacional, así como el de 
policía o de limitación y la actividad sancionadora y arbitral, como reco- 
nocen, entre otras, las Sentencias del Tribunal Supremo de 9 de mayo de 
1978,4 de mayo de 1988 y 13 de marzo de 1989. 

c) La existencia de relación de causalidad entre el hecho que se imputa a la Ad- 
ministración y el darío cuyo resarcimiento se pretende, nexo que tradicio- 
nalmente se ha exigido por la Jurisprudencia que sea directo, inmediato y 
exclusivo, prevaleciendo, por consiguiente, el criterio de negación del de- 
recbo a jndemnizacjón cuando interfería la culpa de la víctima o de un ter- 
cero, pero que, progresivamente, ha sido objeto de una prudente flexibili- 
zación, no excluyéndose en determinagas Fallos la responsabilidad patri- 
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monial de la Administración, cuando interviene en la producción del evento 
darioso, además de ella misma, la propia víctima o la actuación de un ter- 
cero, salvo que la conducta de uno u otro fuere tan intensa que sin ella no 
hubiera sido posible la producción del daño, aceptándose, pues, en otro caso, 
una concurrencia de culpas, determinante, a lo más, de una moderación equi- 
tativo de la responsabilidad de la Administración (Sentencias del Tribunal 
Supremo de 23 de marzo de 1979,4 de julio de 1980,12 de mayo de 1982, 
16 de mayo y 11 de octubre de 1984,28 de noviembre de 1988 y 30 de oc- 
tubre de 1990). Asímismo se rompe el nexo causal en los supuestos de fuerza 
mayor en sentido estricto, pero no en los de caso fortuito. 

d) Que el perjudicado o sus herederos efechíen la oportuna reclamación en el 
plazo de un año de producido el hecho o de la curación o determinación del 
alcance de las secuelas, caso de daños de carácter físico o psíquico, -plazo 
de prescripción y no de caducidad-, que puede verse interrumpido, por 
ejemplo, por la iniciación del procedimiento para la exigencia de la respon- 
sabilidad penal del personal al servicio de las Administraciones Públicas, 
cuando, como reconoce el artículo 146 de la Ley 30192, la determinación de 
los hechos en el orden jurisdiccional penal sea necesaria para la fijación de 
la responsabilidad patrimonial en cuestión. 

A la posible exigencia de responsabilidad patrimonial como consecuencia de 
los actos de terrorismo, hace una velada referencia el n* 2 del articulo 1” del Real 
Decreto 673192, de 19 de junio, al establecer que el resarcimiento de los daños 
corporales y materiales que se causen a las personas no responsables de las in- 
dicadas uctividades delictivas como consecuencia o con ocasión del esclareci- 
miento o represión de las mismas se regirá por Ias normas que les sean de apli- 
cación (33). 

V.l. Supuestos que pueden plantearse en relación con el nexo causal ex@ 
ble entre los daiíos derivados de acciones terroristas y la actuación 
Administrativa 

En esta materia y como se ha ocupado de subrayar parte de la doctrina al prin- 

(33) Así lo entendió, por ejemplo, la Sentencia del Tribunal Supremo de 3 de junio de 1985, en la 
que, en base al párrafo segundo del artículo 1 del Real Decreto 484182, de 5 de mano, (que, utili- 
zando una fármula semejante ala presente, disponia que quedan fuero de In protección esmblecidn 
por este Real Decreto los daños y perjuicios producidos en las COSIIS y los bienes, cuyo resarci- 
mienro, en su caso, se regulará por las normas administrativas que sean aplicables), se declaró que 
se trataba de una norma de remisión n los disposiciones del derecho administrativo que regulan la 
responsabilidad patrimonial del estada, en CUJQ COTO, el resarcimiento de los daños y perjuicios 
no tiene su CUSII en un tírulo indemniz~wio desconectado de toda responsabilidad ndminbtra- 
tivn, lo que ocurre, sin embargo, con las especiales indemnizaciones concedidas por la legislación 
anfitenorista. 
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cirio citada. también el oroblema fundamental aue se olantea a efectos de imuu- 
takón al Esiado de dicha’ responsabilidad, lo conktituye’la determinación del nexo 
causal entre las lesiones o darios sufridos, y la’ actuación administrativa. 

Como ya hemos visto, se ha resaltado reiteradamente la desconexión que ge- 
neralmente existe entre los atententados terroristas y la actividad del Estado, ya que, 
como principio general, no son perpetrados por sus servicios, agentes o funciona- 
rios, sino que, por el contrario, se producen “y a su pesar y en contra de los es- 
fuerzos llevados a cabo para impedirlos o ammorarlos, siendo también el propio 
Estado víctima de sus consecuencias nocivas! claramente atentatorias contra sus 
principios y valores fundamentales y la organización política, y a ello habría que 
añadir la conocida reticencia jurisprudencia1 a admitir pretensiones de indemniza- 
ción en base a la responsabilidad patrimonial! derivadas del funcionamiento nor- 
mal de los servicios públicos (véanse, por ejemplo, las Sentencias del Tribunal Su- 
premo de 6 de diciembre de 1979,3 de junio! y 15 de noviembre de 1985,lO de 
junio de 1986,14 de junio de 1989 y 13 de enero de 1992), aunque en ocasiones, 
que podríamos calificar en cierta manera de excepcionales, ha sido declarada tal 
responsabilidad patrimonial, pese al normal funcionamiento del servicio público, 
con fundamento en la falta de la obligación de la víctima de sufrir el dano, como en 
el caso de la Sentencia dictada por el Alto Tribunal en fecha de 4 de marzo de 1985, 
que afectó directamente al Ministerio de defensa, y cuyos antecedentes fácticos con- 
sistieron en que un centinela dio el alto a tres individuos que circulaban por las in- 
mediaciones de su puesto. Uno de ellos desobedeció la conminación y se acercó 
al mismo, por lo que el soldado efectuó un disparo que alcanzó, sin embargo, pro- 
duciéndole la muerte, a uno de los que habían’ permanecido inmóviles. 

El Tribunal Supremo estimó la procedencia de indemnización administrativa, 
en base a que si bien podía estar justificada la actuación del centinela por la 
más o menos sospechosa del civil desobedienl -alpunto de que los disparospu- 
dieran dirigirse hacia éste7 no lo estaba por la conducta de la propia víctima, 
que, precisamente, consta que la obedeció no acercándose al cuartel, y hacia quien, 
en cambio, los disparos se dirigieron, lo que obliga a la Administración a in- 
demnizar, pues aunque los actos de la genteno cosntituyan más que una mani- 
festación normal del servicio, esta circunstancia no excluye la obligación de res- 
ponder objetivamente por parte de la Administración conforme al artículo 40 de 
la Ley del Régimen Jurídico de la Administración de/ Estado, habida cuenta 
que, en definitiva, quien estaba obligado a sbportar las consecuencias era el ter- 
cero desobediente, y no quien resultó muerto. 

Así pues, en relación con el nexo causal exigible entre los daños originados por 
acciones terroristas y el actuar de la Adminiqtración para el nacimiento de la res- 
ponsabilidad patrimonial de la misma, pueden darse supuestos diferentes: 

a) Que en la causación de tales daños por actividades terroristas, no haya exis- 
tido intervención alguna de los servicios públicos. 
En este caso, no puede apreciarse la existencia del nexo causal necesario 
para decantar tal responsabilidad indemnizatoria patrimonial del Estado por 
tales daños, ya que no se da relación alguna entre ellos y el actuar adminis- 
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trativo, y, por tanto, no existe título de imputación que permita poner a su 
cargo las consecuencias lesivas de tales acciones criminales, ajenas a su pro- 
pia organización. 
Y si se le intentara hacer civilmente responsable de tales daños provoca- 
dos por terceros y no derivados de su propia actuación --en base, por ejem- 
plo, al genérico deber de los poderes públicos de evitación de la delincuen- 
cia y de seguridad ciudadana-, se estaría llevando a cabo una aplicación 
desorbitada y contraria a derecho del instituto de la responsabilidad patri- 
monial, pudiendo, por esta vía, y como advierte el Tribunal Supremo en su 
Sentencia de 15 de noviembre de 1985, hacerse también responsable al Es- 
tado de las consecuencias dañosas de todo tipo de delitos, lo que es absurdo 
y contraviene lo dispuesto en el artículo 79 del Código Penal, pasándose, 
así, indebidamente y por extralimitación, de la situación inicial histórica 
de responsabilidad del Estado, a la antipoda de responsabilidad en todo su- 
puesroy sin limitación, como afirma la Sentencia del mismo tribunal de 16 
de noviembre de 1983, lo que resultaría de todo punto rechazable; y en 
este mismo sentido se ha pronunciado también el Consejo de Estado, por 
ejemplo en su dictamen n* 47.735, Sección 3”, Interior de 13 de junio de 
1985 (igualmente, los dictámenes 47.863 de 30 de mayo de 1985 y 48.991 
de 2 de abril de 1986) por lo que se refiere a la inexistencia de responsabi- 
lidad patrimonial a consecuencia de danos causados por banda armada cuando 
se advierte desconexión con el servicio público, declarando que en efecto, 
no es de aplicación el artículo 40 de la Ley de Régimen Jurídico de la Ad- 
ministración del estado, pues este precepto exige que para que los parti- 
calares tengan derecho a ser indemnizados por el Estado, la lesión deba ser 
consecuencia delfuncionamiento normal o anormal de los serviciospúbli- 
cos, no habiéndoseproducido el datio, en este caso, como consecuencia del 
funcionamiento de servicio público alguno. 

b) Daños ocasionados a personas no responsables de las mismas a consecuencia 
de actividades o acciones terroristas, en cuya causación haya habido parti- 
cipación de los servicios públicos del Estado. 
En este caso sí puede generarse responsabilidad patrimonial, por existen- 
cia de nexo causal entre los daños causados y la actividad administrativa, 
por ejemplo, en los siguientes supuestos: 

a) Daños causados por las acciones legítimas del Estado en orden a la debida 
represión o adecuado esclarecimiento de los delitos de terrorismo. Nos ha- 
llaríamos ante la modalidad de la responsabilidad indemnizatoria a conse- 
cuencia del correcto funcionamiento de los servicios públicos, pues la ac- 
ción policial resulta, en este caso, acertada y obligada. 
En principio, pese a ese normal funcionamiento y aplicando los criterios con- 
tenidos en la Sentencia del Tribunal Supremo, anteriormente citada, de 4 de 
marzo de 1985, podría decantarse la obligación indemnizatoria patrimo- 
nial estatal, al haber sufrido las víctimas unos daños que no tenían el deber 
general de soportar y que les fueron impuestos en circunstancias muy ex- 
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cepcionales, excediendo, por tanto, de las obligaciones ordinarias a que 
deben quedar sometidos los ciudadanos, habiéndose llegado a sostener, in- 
cluso, en ocasiones, que se genera el deber resarcitorio estatal aún cuando 
no proviniere el daño del propio actuar adminjstrativo, sino de un tercero, 
pero en el curso del funcionamiento normal del servicio público, siendo de 
reseñar, en este sentido, los votos particulares formulados a los dictámenes 
del Consejo de Estado 45.524 de 30 de octubre de 1983 y 55.734 de 23 de 
mayo de 1991, y que se contraen al supuesto de lesiones causadas, en las 
operaciones de detención, por el propio delincuente, a ciudadanos que cir- 
cunstancialmente transitaban por las inmediactones del lugar en que ocu- 
rrían los hechos, y ello en base a que tales lesiones se habían producido en 
el mismo marco de la operación policial, aunque no hubieran sido directa- 
mente causadas por la fuerza pública. 
Se afirma en dichos votos particulares que es btdudable que una actuación 
de esta naturaleza en la víapública genera una situación objetiva de riesgo, 
mayor o menor según las circunstancias, entendido como contingencia de 
un daño quepuede hacerse efectivo tantopara los funcionarios actuantes y 
el delincuente perseguido, cuantopara terceros que transiten pacíficamente 
ajenos a la siiaución de riesgo y sin poden en consecwtcia, adoptar ini- 
ciativas eficaces de propia preservación. ~ 
Si en el curso de esta actuación, sea por acción directa de la Policía, sea 
por reacción defuga o defensa del delincuente, seproduce un efecto lesivo 
a un tercero, este es referible a la situaicón (ie riesgo creada por la nor- 
mal y más que normal, obligada-acción jimcional administrativa cuya 
eficacia causal no se rompe más que respecto de los daños experimenta- 
dospor quien actúa con dolo o culpa... sin que: respecto de los terceros aje- 
nos a los hechos, se quiebre la unidad de acción propia del servicio poli- 
cial, con independencia de que el daño sufrido proceda directamente del 
arma del delincuente o del arma aélpolicía. La resistencia del delincuente, 
la confrontación con los agentes del orden y e[ intercambio de disparos son 
hechos que se insertan, con indudableprevisibilidad en el conjunto de con- 
tingencias en que puede derivar la actuación(policia1 conducente a la de- 
tención del malechor Ysi esa normal actuación policial se legitima -y es 
obligada-en función protectora de la comunidad, resulta lógico que sea 
esta, a través de la institución de la responsabtlidadpatrimonial del estado, 
la que cubra, mediante la correspondiente indemnización, el dario sufrido 
pdr el transeunte ajeno a los hechos y sobre el que no recae el deber jurí- 
dico de soportar las consecuencias lesivas de una acción desarrollada en 
nombre y beneficio de la comunidad. 
Esta interpretación contiene, ajuicio de los Consejeros discrepantes, la sus- 
tancia del nuevo derecho español en cuanto a la responsabilidad patrimo- 
nial de la Administración, cuyo designio fundamental es la protección del 
patrimonio de los ciudadanos, prescindiendo de la noción de culpa para 
fundarse en el criteriopuramente objetivo de la causa, supuesta la realidad 
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del perjuicio. Dicho de otro modo, el nuevo derecho español sobre respon- 
sabilidad civil de la Administración tiendepreferentemente a asegurar la 
indemnización delperjuicio, con independencia de la culpa del autor. 
Este nuevo derecho, no se apoya, pues, en el elemento de la culpa del agente, 
sino en la existencia d ela lesión patrimonial. Elprotagonista de la cuestión 
no es ya elculpable, sino la víctima; el objeto del nuevo régimen de la res- 
ponsabilidad civil del Estado es la indemnización del daño, y sólo secun- 
dariamente la sanción o el castigo, si procede, del culpable; en otras pa- 
labras, la noción de culpabilidad es sustituídnpor la de causalidad. 
Efectivamente -continúan7 si hubiera mediado culpa o negligencia de un 
funcionario público, habría responsabilidadporfuncionamien~o anormal 
del servicio público. Hay que reconocer la prerrogativa de 14 Administra- 
ción en el ejercicio de su actividad, concretada, en este caso, en un4 oper- 
ción material de policía consistente en la persecución y eventual captura de 
delincuentes. Nadie puede discutir la competencia de la Administración a 
este respecto. Pero esfa competencia no excluye la obligación de soportar 
los riesgos que la ejecución del servicio público compori4, y entre estos ries- 
gos está 14 indemnización de los daños irrogados por la actuación oficiala 
víctimas inocentes. Lo importante, pues es que cualquiera que sea la causa 
de imputación, haya o no culpa de sus agentes, la Administración está obli- 
gada a responder, siempre que su actividad sea causa de daño efectivo, eva- 
luable económiuunente e individualizable, y ello en orden a combatir la ten- 
dencia a considerar responsable a la Administración solamente de los da- 
áos causados por su actuación material, siguiendo los criterios de las 
Sentencias del Tribunal Supremo de 12 de marzo de 1975 y de 17 de marzo 
de 1980, citadas en el propio voto particular, proclives a la declaración de la 
responsabilidad patrimonial de la Administración en favor de cualquier par- 
ticular que haya sufrido un daño o sacrificio injusto y efectivo, por el sólo 
hecho de haber entrado en la obligada esfera de la actuación administra- 
fiva, y aludiendo, además, al hecho de que los daños fortuitos, al contrario 
de lo que ocurre con la fuerza mayor, quedan a cargo de la Adminiscra- 
ción titular del servicio o actividad en cuyo marco seproduce. 
En definitiva, el presente caso implica la responsabilidad de la Adminis- 
tración por elfuncionamiento normal del servicio público: este servicio se 
preskí diligente y eficazmente, sin antijuricidad alguna, pero engendró desde 
su inicio una situación de riesgo objetivo. Denegar la indemnización en este 
caso concreto supone tanto como anular toda responsabilidad por el&- 
cionamiento normal y equiparar el resarcimiento a la actuación antijurí- 
dica, cuando lo cierto es que lo mismo la Constitución, como norma su- 
prema, que el derecho positivo, contemplan los supuestos de indemnización 
sin antijuricidad en el funcionamiento de un serviciopúblico, por lo que 
puede, en síntesis, concluirse que las lesiones sufridas por un tercero en el 
curso de una actuación policial, no sólo normal y legítima, sino obligada, 
lkna II la cobertura indemnizatoria de la Administración, por &ulo de res- 
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ponsabilidad objetiva y extracontractual (artículo 40 de la Ley de Régimen 
Jurídico de la Administración del Estado). 
A nuestro juicio (si bien nos mostramos acordes con la postura jurispru- 
dencial, antes reseñada, que se manifiestrmochve ala estimación de la exis- 
tencia de responsabilidad patrimonial aún cuando el nexo causal no reúna la 
condición de exclusividad, sino que, junto con el actuar administrativo, con- 
curra la intervención de un tercero), imputar a la Adminsitración las con- 
secuencias dañosas originadas únicamente por el actuar ajeno, entraña una 
extralimitación en el reconocimiento de tal responsabilidad patrimonial, por 
lo que coincidimos con los criterios sostenidos por la Asesoría Jurídica del 
Ministerio afectado, entendiendo que Noé existe el nexo causal directo pues 
resultaba acreditado que el causante de las lesiones había sido un atracador 
y no un policía, y la administración no puede responder de los darios por 
derivación, daños causados por otras pkrsonas, cuya acción va dirigida a 
impedir el correcto funcionamiento del servicio público, criterios ratifica- 
dos por mayoría por la Comisión Permanente del Consejo de Estado, que 
estimó que no existía la pretendida vinculación con el servicio público, aña- 
diendo que el deseo de reparar y aliviar una situación desgraciada... no 
puede llevara la distorsión -vía interpretación extensiva-de la figura ju- 
rídica de perfiles tan definidos como es, nuestra responsabilidadpatrimo- 
nial de los entespúblicos. 
No obstante, repetimos, aunque no es aconsejable extralimitar, en el sentido 
expuesto, el alcance de la responsabilidad patrimonial, entendemos que esta 
sí sería exigible cuando el daño proviene directamente del actuar adminis- 
trativo, aún cuando coopere en la producción del resultado la conducta de la 
propia víctima o de un tercero, como podtía ocurrir, por ejemplo, si por los 
disparos correctamente efectuados por los servicios policiales y dirigidos 
contra los autores de un atentado terrorista, resultara lesionada una per- 
sona que indebidamente hubiera interceptado la Iína de fuego. 

b) Danos ocasionados en el curso de acciones legítimas del Estado de carác- 
ter antiterrorista, pero debidos a excesos o irregularidades en la represión o 
esclarecimiento de las mismas. 
Nos hallaríamos ahora ante el supuestolde funcionamiento anormal de los 
servicios públicos, pues aunque en principio resulta legítima y obligada toda 
acción del Estado dirigida a la erradicación del fenómeno terrorista, se han 
cometido errores en su ejecución que han originado indebidos efectos da- 
ñosos no deseables, lo que generaría también el deber indemnizatorio patri- 
monial, ello, sin embargo, sin perjuicio de las responsabilidades civiles o pe- 
nales que pudieran derivarse para el propio agente o funcionario, en su caso, 
si hubiere procedido con dolo, culpa o negligencia grave. 

c) Igualmente, puede originarse responsabilidad patrimonial cuando el evento 
dañoso en cuestión, pese a derivarse de la acción terrorista, ha podido pro- 
ducirse por insuficiencia de protección del Estado, a consecuencia del anó- 
malo funcionamiento de sus servicios de seguridad en relación con el caso 
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concreto, lo que constituiría, en consecuencia, otro claro ejemplo del fun- 
cionamiento anormal administrativo. 
A este respecto, resulta destacable la Sentencia del Tribunal Supremo de 27 
de diciembre de 1988, sobre los hechos siguientes, según se relata en los an- 
tecedentes fácticos de la misma: 
En la noche del 25 al 26 de junio de 1982, en plena campaña terrorista de 
ETA contra la Central de Lemóniz relacionada con Iberduero por esa or- 
ganización criminal, fue observada la presencia de una mochila de aspecto 
sospechoso ante las oficinas delberduero, en el centro de Rentería. Avisada 
la Policía Municipal de esa localidad y creyendo ésta que podría tratarse 
de un artefacto explosivo, acordonó la zona avisando a los Cuerpos Esta- 
tales de Seguridad, al no contar ella con material adecuado para actuar so- 
bre elpresunto artefacto; permaneciendo el lugar vigilado hasta la madru- 
gada por la Policía Municipal, momento en que ésta levantó su vigilancia 
al no haberse constituído en el lugar los servicios de desactivación de la Po- 
licía Estatal, a pesar de haberse insistido en su reclamación. 
Así las cosas, hacia las 12 horas del día 26, cuando el niño José Alberto, 
entonces de 10 años, volvia del colegio hacia su casa, alpasarpor las 
proximidades de la citada oficina de Iberduero, y observar que en el suelo 
se encontraba la mochila, procedió a golpearla con el pie, provocando la 
explosión del artefacto en ella colocado, lo que le produjo gravísimas he- 
ridas y mutilaciones. 
El Alto Tribunal declaró el derecho de la víctima a la percepción de las es- 
peciales indemnizaciones derivadas de la acción terrorista en cuestión y en- 
tonces contempladas en el artículo 7 del Real Decreto Ley 3/79, pero, ade- 
más, resolvió haber también lugar a la declaración de la responsabilidad pa- 
trimonial del Estado, toda vez que había quedado patente que las Fuerzas 
de Seguridad del Estado, que eran las que tenían a su alcance los medios 
técnicos para la prevención de los delitos como los descritos, no actuaron 
como les era normalmente exigible, a pesar de que se les dio el alerta opor- 
tuno, apareciendo claro el cumplimiento de los demás requisitos del artí- 
culo 40 de la Ley de Régimen Jurídico de la Administración del Estado. 

d) Por último, y en relación con los delitos de terrorismo, puede resultar tam- 
bién exigible la responsabilidad patrimonial del estado por error judicial, 
prisiones preventivas indebidas y funcionamiento anormal de la Adminis- 
tración de Justicia, conforme al artículo 121 de la Constitución y artículos 
292 y siguientes de la Ley Orgánica del Poder Judicial, a los que se refiere 
el apartado 4 del artículo 139 de la Ley 30/92 y la Disposición Adicional Se- 
gunda del Real decreto 429193. 
Naturalmente, si las Autoridades Gubernativas, funcionarios de la seguri- 
dado agentes hubieren actuado a título meramente pkticular y sin relación, 
por tanto, con el servicio, no habría lugar a la exigencia de responsabilidad 
patrimonial, por ruptura del nexo causal entre el daño producido y el Estado, 
como reitera nutrida jurisprudencia (Sentencias del Tribunal Supremo, en- 
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tre otras, de 20 de mayo de 1986,30 de mayo de 1988 y 15 de mayo de 1990), 
ya que no se puede responsabilizar al Iestado de lo que se haga u omita 
por un particular, o por quien esté revestido de autoridad o sea empleado 
público pero obre al margen de esa condición y, por ello, sin relación con 
elfuncionamiento normal o anormal de)un servicio público. 

V.2. Posibilidad de concurrencia de la responsabilidad patrimonial con la 
Penal y Civil de los autores de tales hyhos delictivos 

Dicha responsabilidad patrimonial del Estkdo en relación con acciones terro- 
ristas puede, en ocasiones (por ejemplo caso del incumplimiento de concretos de- 
beres de vigilancia a los que antes nos referíamos), resultar compatible con la 
penal y consecuente civil del autor o autores de los hechos delictivos, si se aplican 
los criterios contenidos en la Sentencia del Trrbunal Supremo de 13 de marzo de 
1989, aunque no versa propiamente sobre delitos de terrorismo, ya que se trataba 
del fallecimiento de un recluso, a manos de otro internado en el mismo Centro Pe- 
nitenciario. 

En contra de las alegaciones formuladas por el Abogado del Estado en orden 
a la no procedencia de declaración de ningún tipo de responsabilidad para el es- 
tado, la Sala resolvió que no se estaba ante el supuesto de una responsabilidad ci- 
vil subsidiaria del Estado acordada en unprocesopenal +opodía serlo, puesto 
que el homicidio no habta sido cometidopor unfuncionariopúblico, sinopor otro 
intern- sino en presencia de una responsabilidad extracontractual, objetiva y 
patrimonial de la Administración, a consecuencia de un anormalfuncionamiento 
del servicio penitenciario, al no detectar la tkstencia de ese rústico puhal o ins- 
trumento punzante rudimentario en poder del recluso que llevó a cabo el asesi- 
nato; como también el no haber detectado los roces o malas relaciones entre agre- 
sor y víctima, y, en caso de quefuesen conocidasporproximidad entre ambasper- 
sonas, o cualquier otra adecuada y eficaz. Ene definitiva continúa el Tribunal- 
estamos en presencia de un fracaso de ese deber elemental de velar por la inte- 
gridad de las personas sometidas a custodiaj atribuible exclusivamente, directa 
e inmediatamente, a un deficiente funcionamiento del servicio público peniten- 
ciario, que no ha sabido evitar ni la posesión del arma homicida, ni el ataque, más 
o menos súbito, del autor del hecho, sin que exista, por lo demás, circunstancia 
alguna que rompa la relación causal. 

Y, en relación con la cuestión básica que nos interesa, afirma el Tribunal Su- 
premo que tal responsabilidad patrimonial del Estado puede concurrir con la 
responsabilidad criminal y con la civil derivada de la misma, residenciadas, en 
virtud de Sentencia Judicial, en el autor del hecho criminosos; esto es, admite la 
concurrencia entre la exigencia de responsabilidad patrimonial y la responsabili- 
dad civil derivada de la criminal del autor responsable del delito, y responsable, 
por ello, civil directo -siempre, a nuestro juicio y como decíamos anteriormente, 
que el Estado no fuera declarado en dicha Sentencia penal como responsable civil 
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subsidiario, pues, repetimos, al quedar obligado en esta vía a hacer efectiva la in- 
demnización de los daños y perjuicios derivados de la acción criminosa caso de 
insolvencia del obligado principal, no procedería formular idéntica declaración re- 
sarcitoria en la vía administrativa-, todo ello en aras ala más efectiva protección 
de los perjudicados -en este caso conaeto se trataba de su viuda y 4 hijos me- 
nores, carentes de medios económicos-, ante la eventual insolvencia del autor 
material de los hechos. 

V.3. Compatibilidad de la responsabilidad patrimonial del Estado con las ia- 
demnizaciones especiales a las victimas de bandas armadas y elementos 
terrorista 

Asimismos, la posible responsabilidad patrimonial que para la Administración 
pudiera nacer en relación con los actos de terrorismo, resulta compatible con las 
indemnizaciones especiales otorgadas en la legislación específica para los daños 
corporales directamente derivados de los mismos, así como para los ocasionados 
en la vivienda habitual, conforme a los artículos antes citados, 4 y 16 del Real De- 
creto 673/92, en el sentido ya expuesto. 

Ello fue también claramente explicitado por la anteriormente aludida Senten- 
cia del Tribunal Supremo de 27 de diciembre de 1988, en la que se planteó, como 
cuestión inicial, la determinación de si cabía, o no, la compatibilidad entre estos 
dos tipos de indemnizaciones,posibliMzd según recoge la Sentencia-que niega 
la Administrución, al entender que obedecen a unos mismos hechos, y que son con- 
tradictorios los títulos jurídicos invocados, pero que rebate decididamente, afir- 
mando que no son estimables las razones expuestaspor la Administración, ya que, 
como ha tenido ocasión de declarar este Tribunal en Sentencia de 21 de mayo de 
1987, Ia obligación asumida por el Estado en el artículo 7 del Decreto Ley 3/79 
-normativa especial aplicable a aquellos hechos-de indemnizar los daños 
que se causaren a las personas con ocasión de las actividades delictivas de las 
bandas armadas, tieneporfìnalidad aminorar; en lo que cabe, las gravespertur- 
baciones sociales que los hechos de eta naturaleza ocasionan a la convivencia 
ciudadana..., sin que, por tanto, se trate de una responsabilidadpatrimonial del 
Estado relacionada con el funcionamiento normal o anormal de los servicios 
públicos, sino de unn obligación legal impuesta al estado por el titulo espec$co 
a que se ha hecho referencia, estando previsto en el artículo específico a que se 
ha hecho referencia, estando previsto en el artículo 1.3 del Decreto 484182, que 
reglamenta el antes citado, por lo que el otorgamiento de esta prestación no será 
obstáculo para que se perciban las quepuedan corresponder a sus titulares por 
cualquier otro concepto, como puede ser el determinado por el anormal fincio- 
namiento del servicio policial, en el supuesto de que asíse acreditara. 

En consecuencia de ello, declaró la Sentencia comentada que los hechos rese- 
tiados demuestran la aplicabilidad al caso de los dos títulos jurídicos invocados 
-procedencia de indemnización especial y de responsabilidad patrimonial7 
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pues no cabe duda de que las lesiones de J. A. $e produjeron con ocasión de la ac- 
tuación de bandas armadas, lo que determina [a efectividad del artículo 7 del De- 
creto Ley 3179; y, a la vez, ha quedado patente que las Fuerzas de Seguridad del 
Estado, que eran las que tenían a su alcance los medios técnicos para lapreven- 
ción de los delitos como los descritos, no actuaron como les era normalmente exi- 
gible, apesar de que se les dio el alerta oportUno, por lo que concluyó decretando 
la procedencia de ambas indemnizaciones de :modo concurrente, fijándose como 
especial derivada del acto terrorista por las Iksiones corporales, la de 5.620.320 
ptas., y por el anormnlfuncionamienr de los!sewiciospoliciales con ocasión de 
los hechos de autos y que admite una conversación patrimonial para exonerar a 
la víctima de los gastos de curación y por la Pérdida de sus facultades en orden 
a supropio sustento la de 15.000.000 ptas., i$emnización que -reifera-ha de 
sumarse a aquella otra excepcional del Decreto Ley 3179, hasta completar; entre 
las dos, la cantidad de 20.62O.OOOptas. 

V.4. Compatibilidad entre responsabilidad patrimonial y pensiones extra- 
ordinarias causadas por actos terrodstas 

Por último, la posible exigencia de responsabilidad patrimonial al Estado en 
relación con las acciones terroristas, resultan también compatibles, en principio 
yen aras de la reparación integral, con el derecho a la obtención de las pensiones 
extraordinarias de Seguridad Social y Clases Pasivas que puedan causarse por 
los mismos hechos, ya que ambas prestacionks obedecen a títulos jurídicos, régi- 
men y finalidades diferentes -aunque comfilementarias-, toda vez que las in- 
demnizaciones derivadas de la responsabilidad patrimonial se dirigen, con carác- 
ter compensativo, al resarcimiento, por una soja vez, de los datios personales y ma- 
teriales sufridos por los perjudicados, mientras que las prestaciones económicas 
periódicas de la Seguridad Social, conforme 1 los principios del artículo 41 de la 
Constitución, se perfilan como medidas de protección que garantizan al sujeto pa- 
sivo o a sus familiares una adecuada asistendia económica permanente, en orden 
a asegurar un nivel mínimo de rentas con que hacer frente en el futuro a la situai- 
eón de necesidad originada por el siniestro terrorista, que, al acabar con la vida de 
la víctima o eliminar su capacidad laboral, produce una desaparición o disminu- 
ción de los ingresos económicos habituales, dando lugar a una insuficiencia de re- 
cursos personales cuyo defecto tiende a cubrirse, mediante la función asistencial 
del Estado, con la concesión de tales pensiones extraordinarias, cuya percepción 
reiterada y periódica permite al causante, o a los derecho-habientes que de él de- 
pendan, atender adecuadamente a las necesidades de su subsistencia. 

Desde el punto de vista legal, ni el artículo 9 del Real Decreto 851/92, de 10 
de junio (por lo que se refiere al Régimen de Clases Pasivas del Estado), ni su Dis- 
posición Transitoria Tercera (por lo que respecta al Régimen Especial de Seguri- 
dad Social de los Funcionarios de la Administración Local), ni el artículo 4 del 
Real Decreto 1577190, de 7 de diciembre (enel ámbito del Régimen General de la 
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Seguridad Social) incluyen incompatibilidad alguna relativa a indemnización 
por responsabilidad patrimonial, entre las que afectan alas pensiones extraordi- 
narias causadas a consecuencia de actos de terrorismo. 

El Consejo de Estado, por su parte (dictamen, ya citado n* 52.069iA0, de 9 de 
marzo de 1989), afirma que la responsabilidad patrimonial de la Administración 
y la pensión se fundan en titula jurídicos distintos y, además que los percepto- 
res de una y otra pueden ser sujetos diferentes, sin que, por tanto, sus posibles 
beneficiarios tengan que ser necesariamente los mismos en todos los casos. 

Según el Alto Organo Consultivo, la indemnización derivada de la responsa- 
bilidad patrimonial del Estado repara, por una sola vez, los daños producidos por 
la acción u omisión de la Administración, y puede ser reclamada por quien, no 
beneficiándose de la pensión, demuestre haber sufrido un perjuicio económica- 
menfe evalttable. Por el contrario, la pensión -el dictamen se emitió en relación 
con el fallecimiento de un soldado en acto de servicio-se declara en favor de 
quienes tienen vínculos familiares preferentes con el fallecido, no exigiéndose nin- 
guna otra circunstancia complementaria de carácter sustantivo. 

Y, a continuación, declara expresamente,y como principio de carácter general, 
la compatibilidad existente entre indemnización en base a la responsabilidad pa- 
trimonial y el reconocimiento de pensión extraordinaria causada por el mismo 
evento, ello con fundamento en que la idea central del mecanismo de resarcimiento 
no es otra que la de que su objetivo es lograr la compensación integral del he- 
cho lesivo, en cuanto ello sea económicamente posible. Puede ocurrir, continúa el 
Consejo de Estado, que el perjuicio de orden económico que se produce en el 
círculo familiar no quede plenamente cubierto u través del reconocimiento y la 
percepción de pensión extraordinaria... pensiones mensuales que, aunque vitali- 
cias y actualizables, por supropia cuantía no tienen la suficiente significación 
económica como para que pueda pretenderse que su percepción regular consti- 
tuya la reparación integral de los perjuicios económicos que acarreó -en este 
caso-el fallecimiento, de lo que se deduce que no exista obstáculo juridico que 
impida que los propios pensionisras sean, simultáneamente, destinatarios de una 
indemnización satisfecha de una sola vez, añadiendo que noparece razonable en- 
tender que el régimen de pensiones de esta naturaleza se haya establecido para 
eludir la aplicabilidad del sistema general de responsabilidad del Estado, pues di- 
cho régimen de Seguridad Social tuvo su aparición para mejorar la situación eco- 
nómica de ciertos interesados, y carecería de sentido que dicho régimen asisten- 
cialpretendiera establecerse como alternativo al de cobertura global derivado de 
la propia sistemática de la responsabilidad patrimonial del Estado. 

Como consecuencia de todo lo anterior, el consejo de Estado concluyó dicta- 
minando, en definitiva, la procedencia de declaración de la responsabilidad pa- 
trimonial, ello sin perjuicio de las pensiones extraordinarias que por los mismos 
hechos pudieran también corresponder a los beneficiarios. 

Por otra parte, la Jurisprudencia del Tribunal Supremo se muestra también pro- 
clive ala declaración de compatibilidad entre responsabilidad patrimonial y per- 
cepción de pensión. 
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Es cierto que algunas Sentencias se han manifestado contrarias a ello, como la 
de 21 de marzo de 1989, que, basándose en Ialdoctrina proclamada por la Sala en 
su anterior de 9 de febrero de 1987 y en la fhoy ya superada- mantenida por 
el Consejo de Estado en su dictamen 4631/456g6 de 3 de junio de 1984 respecto 
a otro supuesto de fallecimiento en acto de servmio, declaró que el resarcimiento 
del dañoproducido con la muerte del soldado kn cuestión, en la medida que puede 
ser imputado al estado de modo directo y objetivo, se cubre o asume con el seña- 
lamiento y abono de la pensión extraordinaria, asícomo de lasprestaciones com- 
plementarias a que haya lugar de conformidad con la legislación especial y pre- 
cisamente como consecuencia de los hechos que motivaron el fallecimiento en acto 
de servicio, subrayando que indudablemente el sefialamiento de pensión exfra- 
ordinaria y demás complementarias constituyen unpluspatrimonial que eviden- 
cia la asunción por el Estado de unas consecuencias, por vía del abono periódico 
revisable de la pensión mensual extraordinaria, generadas en un hechoproducido 
dentro del funcionamiento de un servicio púbhco del que ha resultado daño oper- 
juiciopara otraspersonas, por lo que, en tal sentido concluyó el Tribunal Supremo 
que debía entenderse que existía incompatibilidad entre el percibo de la especial 
forma de indemnización que, a su juicio, significaba la pensión extraordinaria por 
fallecimiento en acto de servicio, y el pretendido resarcimiento en base a la res- 
ponsabilidad patrimonial del estado, resolviendo, pues, no haber lugar a la exi- 
gencia de tal tipo de responsabilidad, a la vista de la pensión extraordinaria de viu- 
dedad que había sido reconocida a la actora. 

Pero, sin embargo, otras Sentencias posteriores han acogido sin reservas la 
tesis de la compatibilidad entre ambas presta’ciones. 

Así, las de 5 de abril y 1 de diciembre del 1989 que, en aras de que la respon- 
sabilidad patrimonial objetiva del Estado ha de tender a proporcionar una com- 
pensación integral del daño producido, han revocado las resoluciones de la Ad- 
minsitración, denegatorias de indemnizaciones patrimoniales fundadas en que ya 
se había producido la debida compensación por medio del señalamiento de pen- 
sión extraordinaria, y ello en base a que, según el Alto Tribunal, la declaración de 
muerte en acto de servicio del hijo del recurrente y la pensión extraordinaria con- 
cedida a sus padres de conformidad con el artículo 34 del Decreto de 1314172 que 
se aduce por la Administración al resolver el recurso de reposición, no puede 
excluir la indemnización por el dario moral @ido, teniendo aquella por objeto 
el reconocimiento de una pensión originada por una muerte en acto de servicio, 
que no es incompatible con la indemnización reclamada, toda vez que la pensión 
tiene por finalidad atender a las necesidades de los familiares, viuda, hijos y pa- 
dres legitimos adoptantes o naturales, que, en tanto no compense debidamente los 
daños y perjuicios causados en un supuesto concreto, no excluye la indemnización 
de éstos y, por tanto, el daño moral que en el:orden afectivo se ha originado; com- 
patiblidad reconocida por el Consejo de Estado en su primer dictamen de 13 de 
marzo de 1985, al entender que la pensión e indemnización proceden de títulos 
distintos. 
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En consecuencia, pues, de todo ello, la exigencia de responsabilidad patrimo- 
nial al Estado en relación con un determinado acto de terrorismo acaecido, apa- 
rece, en principio, compatible con el serialamiento en favor de la víctima y de 
sus familiares, de las pensiones extraordinarias que como consecuencia del mismo 
acaecimiento puedan corresponderles, siempre que aparezca procedente para lo- 
grar la reparación integral de los perjuicios sufridos por las víctimas, debién- 
dose, no obstante, computar la cuantía de tales pensiones reconocidas, así como 
de las demás indemnizaciones que por cualquier título pudieran corresponder a los 
perjudicados, a fin de determinar si dicha reparación integral se ha producido, o 
no, efectivamente, en orden a calibrar debidamente, caso negativo, la cuantía de 
indemnización que resulta oportuno conceder en base a tal responsabilidad patri- 
monial, para alcanzar dicha reparación integral. 

VI. INDEMNIZACIONES ESPECWES ESTABLECIDAS EN LA NORMATIVA AME- 

RRORISTA, COMO FIGURA Sur GENERIS. 

En tercer término, de la perpetración de actos de terrorismo nace también para 
et Estado el reconocido por la doctrina terrium genus o figura sui generis de obli- 
gación resarcitoria, constituída por las indemnizaciones específicas establecidas 
en la normativa antiterrorista con carácter extraordinario, de naturaleza espe- 
cial (ya que no se trata de responsabilidad patrimonial, ni de prestaciones de Se- 
guridad Social), que se impone a sí mismo el Estado por el título específico de 
sus propias disposiciones expresamente dictadas para ello, en un intento de so- 
cialización del riesgo y como muestra de solidaridad con las víctimas de tan luc- 
tuosos sucesos, en un loable intento de aminorar, en la medida de lo posible, las 
trágicas y graves perturbaciones producidas por este particular tipo de delin- 
cuencia. 

Actualmente se hallan establecidas y reguladas en el ya anteriormente citado 
Real Decreto 673/92, de 19 de junio, y el principio programático de su exigibili- 
dad se contiene en su artículo l.l., a cuyo tenor serán resarciblespor el Estado, 
con el alcance y condiciones que establece el presente Real Decreto, los dahos 
corporales, tanto fisicos como psíquicos, los gastospo razón de tratamiento mé- 
dico de los mismos y los daños materiales ocasionados en la vivienda habitual de 
las personas físicas, que, como consecuencia o con ocasión de las actividades de- 
lictivas cometidas por bandas armadas o elementos terroristas, se causen a per- 
sonas no responsables de dichas actividades. 

Como reiteradamente la doctrina se ha ocupado de subrayar, las citadas in- 
demnizaciones poseen una naturaleza propia y específica, que las separan de la 
responsabilidad patrimonial, de las normas de Seguridad Social y de la responsa- 
bilidad civil subsidiaria del Estado al principio comentada. 
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VI.1. No se trata de responsabilidad civil l3.f Del¡& del Estado, de carácter 
subsidiario 

l 

No se trata, en efecto, de responsabilidad civil derivada del delito, ya que este 
deber indemnizatotio se impone al Estado aún~ cuando no lo una con el culpable 
o culpables la relación de servicio exigida por el artículo 22 del Código Penal para 
el nacimiento de la responsabilidad civil por vía de subsidiariedad, quedando, pues 
obligado al resarcimiento, aún cuando el acto de terrorismo no haya sido come- 
tido por servidor público en relación con sus cometidos administrativos, y al mar- 
gen, incluso, del hecho de la captura y enjuiciamiento de los culpables y de la pro- 
pia existencia, por tanto, de condena penal al respecto. Asímismo, hay que resal- 
tar el carácter directo de tales indemnizaciones, y no subsidiario, por lo que son 
inmediatamente exigibles al Estado, no impidiendo la iniciación y tramitación del 
procedimiento administrativo para su concesión, la incoación de actuaciones ju- 
diciales por razón de los hechos delictivos perpetrados, como se prevé en el pro- 
pio artículo 3 del mismo Real Decreto, si bien el plazo de prescripción de 1 año 
para el ejercicio de la acción oportuna en orden ala reclamación de las mismas, 
queda interrumpido desde la iniciacibn de tales actuaciones judiciales hasta el tér- 
mino de las mismas, conforme a su artículo 8. ( 

La diferente naturaleza entre tales indemnizaciones especiales y la responsa- 
bilidad civil ex delicto, ha sido puesta de manifiesto en el dictamen del Consejo 
de Estado n* 44.906, Sección 3”, Interior, de 27 de enero de 1983, en el que se 
advierte que en nada se relacionan, a estos efectos, la responsabilidad civil di- 
manante del delito (que sólo es imputable a uss autores en la forma establecida 
en la Sentencia, conforme a los criterios contenidos en los articulos 101 y siguientes 
del Código Penal), con la indemnización especial concedida por el Real Decreto 
Ley 311979, que no viene a ser consecuencia de asunción de responsabilidad al- 
gunapor la Administración, derivada de los hechos de otro, sino que se presenta 
como una reparación adicional y especial, que el Estado asume tan sólo para con- 
tribuir a paliar las dahosas consecuencias que a los ciudadanos producen estas 
graves acciones contra la seguridad de los individuos y la paz social. 

VI.2. No son pensiones asistenciales de Seguridad Social 

Por otra parte, tampoco puede atribuírseles la naturaleza de pensiones asis- 
tenciales de la Seguridad Social, ya que éstas, se encuentran específicamente re- 
conocidas y legalmente regladas y concedidas por el actual Real Decreto 851/92, 
de 10 de julio: con las remisiones que efectúa a la normativa anterior reguladora 
de Clases Pastvas y de la Seguridad Social, con las diferencias de naturaleza que 
antes apuntábamos entre el concepto de pensión e indemnización, y con las di- 
vergencias resaltadas por la doctrina relativas a la falta de inherencia del riesgo te- 
rrorista ala convivencia social por lo que puede resultar factible su erradicación, 
su desconexión con todo vínculo laboral, su carácter no periódico, la no identifi- 
cación plena de sus beneficiarios, etc., etc. 1 
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VI3 Tampoco, responsabilidad patrimonial del Estado 

Por último, y como reiteradamente se viene manifestando, estas específicas in- 
demnizaciones no pueden tampoco confundirse con la responsabilidad civil exi- 
gible al Estado por la vía patrimonial, a consecuencia de la inexistencia de nexo 
causal entre la acción terorista perpretada y la actuación administrativa, de forma 
que de ningún modo puede serle imputada. En efecto, este deber resarcitorio es- 
pecial se impone al Estado, por virtud de disposición expresa de la Ley que así lo 
determina, no sólo aunque las acciones lesivas en cuestión resultan ajenas al ac- 
tuar de sus servicios administrativos, sino, incluso cuando estas se producen a pe- 
sar de que su órganos de seguridad desarrollen diligentemente todas las funciones 
que les son propias, en un intento vano de impedir su producción. 

VI.4. Sentencias del ‘Mbunal Supremo sobre su naturaleza especial 

La ya aludida Sentencia del Tribunal Supremo de 16 de noviembre de 1983 fue 
la primera en resaltar esta diferenciación, afirmando que LI normativa especial es, 
pues, la que fundamenta el deber indemnizatorio de la Administración en estos 
casos, ya que, de no existir la misma, resultaría más controvertido y discutible el 
poder imponer a tulAdministración el cumplimiento de dicho deben puesto que 
los daños y víctimas se producen, no por el funcionamiento normal o anormal de 
los servicios públicos de seguridad, sino a pesar de que los mismos despliegun 
cada vez mayor celo y actividadpara prevenirlos, esto es, por un riesgo no crea- 
dopor el Estado, y> por lo tanto, no imputable al mismo, sinopor grupúsculos que 
se sitúan al margen del mismo, para combatirlo, por 10 que la fundamentación 
de tal deber de resarcimiento que el propio Estado se autoimpone hay que buscarla, 
no en que aparezca como responsable de tales hechos criminales, sino en que ante 
estas nuevas situaciones extraordinarias, el Estado se encuentra en la obliga- 
ción, por obvias razones éticas y de justicia, de socorrer y atender a las víctimas 
de este tipo de atentados; y, tras ella, una nutrida jurisprudencia se ha ocupado de 
resaltar la naturaleza especial, no patrimonial ni de Seguridad Social, de las in- 
demnizaciones en cuestión y su fundamento en la propia voluntad del Estado que, 
por razones de justicia, equidad, y solidaridad social con las víctimas, ha afron- 
tado de forma espontánea, el deber indemnizatorio de que se trata. 

Así, la Sentencia de 3 de junio de 1985 afirma que nopuede confundirse la res- 
ponsabilidadpatrimonial del Estado, que es consecuencia del funcionamiento 
de los serviciospúblicos, con la indemnización de los danos y perjuicios sufridos 
por unapersonapor la realización de una conducta delictiva, aunque se trate de 
un acto terrorista, pues en este caso la indemnización debida recae sobre la per- 
sona criminalmente responsable y no sobre toda la comunidad, salvo que el Es- 
tado, por razones de soJidaridad con las víctimas, decida, mediante una disposi- 
ción con rango suficiente, asumir en todo o en parte, la expresada indemnización. 

La Sentencia de 15 de noviembre de 1985 declara que la asunción por la Ad- 
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ministración de las responsabilidades indemitizatorias derivadas de acto de te- 
rrorismo, esto es, de terceros ajenos a su ámbho de actuación, sólo lo ha sido en 
parte y en virtud de disposición legal expresa\ y, en consecuencia, rechaza la re- 
clamación de resarcimiento efectuada por la iarte actora en base a responsabili- 
dad patrimonial por los daríos sufridos por un buque extranjero atracado en puerto 
español a consecuencia de artefacto explosivp adosado bajo el agua al casco del 
mismo, en base a la inexistencia de posible imputación de los resultados dañosos 
a la actuación de los servicios adminsitrativos portuarios, debido a que, Ea natu- 
raleza del acto de terrorismo causante del siniestro con el empleo de unos medios 
de destrucción como los utilizados, por elemehtos especializados en la técnica de 
la agresión, parece que se ha de entender racionalmente que excede de las nor- 
males funciones de policía administrativa, eiaminadas a mantener elfunciona- 
miento delpuerto, y, además, la misma forma/en que se efectuó el acto de ataque 
actuando bajo el agua mediante buceo para adosr las cargas al casco... necesa- 
riamente escapa a la más atenta vigilancia {ormal exigible a los celadores en- 
cargados de la policía del recinto portuario. 

La de 8 de mayo de 1986 señala, por su pkte, que el resarcimiento por el Es- 
tado de daños y perjuicios corporaLes derivad& de acciones terroristas... no cons- 
tituyepropiamente un caso de responsabilidid extracontractual de la Adminsi- 
tración, equiparable al contempladopor los aitículos 40 de la Ley de Régimen Ju- 
rídico de la Administración del Estaa’oy 106.2. a’e la Constitución Española, porque 
no se trata de una responsabilidad derivada delfuncionamientonormal o anormal 
de los sewiciospúblicos, e, igualmente, la Sentencia de 24 de octubre del mismo 
atío resalta que la indemnización que asume Ia Administración por hechos ajenos 
no imputables por acción u omisión de sus piopios servicios con la única finali- 
dad de contribuir, en la medida de lo posible, a paliar los perjuicios sufridos por 
las víctimas del terrorismo como consecuencp de agresiones que produzcan le- 
siones corporales 0 muerte, tiene una naturaleza especial, ya que no es una pres- 
tación de la Seguridad Social, ni tampoco es $onsecuencia d ela responsabilidad 
del estado, puesto que no existe relación de causalidad entre la prestación de un 
servicio y el resultado lesivo, siendo expresión de la solidaridad del Estado con la 
víctima. 

Asííismo, la también Sentencia del Alto Tribunal de 21 de mayo de 1987, des- 
pués de reiterar que la obligación de indemnización especial que asume el Es- 
tado en relación con los daños y perjuicios ca;sados a las personas con ocasión de 
las actividades terroristas, tiene por finalidad dnminuir las gravesperturbaciones 
sociales que los hechos de esta naturaleza ofusionan en la vida ciudadana, re- 
marca que no se trata, por tanto, de un supuesto de responsabilidadpatrimonial 
del Estado, pues es obvio que los daños y perjuicios que se declaran especialmente 
indemnizables, tienen su origen en hechos ajhnos alfuncionamiento de suspro- 
pios servicios sino como muestra de solidarifad de la sociedaci, con las víctimas 
del terrorismo. l 

Por último, la Sentencia de 18 de febrero de 1991 incide, nuevamente, en que 
la indemnización de daños y perjuicios causados a las personas con ocasión de las 

l 

. 
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actividades terroristas constituye una especial obligación estatal, no tratándose de 
un supuesto de genérica responsabilidad patrimonial del Estado derivada del fun- 
cionamiento normal o anormal de los servicios públicos, sino de una obligación 
específica indemnizatoria que tiene su origen en hechos ajenos alfuncionamiento 
de los servicios estatales, y como exponente de solidaridad social. 

VIS. Dictámenes del Consejo de Estado 

Por su parte, el Consejo de Estado también ha declarado en numerosas oca- 
siones, la naturaleza especial de este singular deber indemnizatorio del Estado en 
relación con las víctimas del terrorismo, separándolo del concepto de la respon- 
sabilidad patrimonial generada por sus propios servicios, así como de la subsidia- 
ria derivada de hecho penal. 

Ya hemos citado, a este respecto, el dictamen n* 44.904, de 27 de enero de 1983, 
sobre su diferenciación con la responsabilidad subsidiarta ex delicto, criterio que 
se reitera en el n* 45.048, Sección 3”, Interior, de 21 de abril del mismo año, se- 

tíalándose que al incorporar esta modalidad singular al régimen de la responsa- 
bilidad de la Administración, ésta responde de manera objetiva y no por razón de 
culpa del hecho criminal cometido, ni tampoco por correlación alguna con la res- 
ponsabilidadpenal de los culpables. El compromiso de resarcimiento que asume 
la Adminsitración no lo hace como si fuera responsable subsidiario de los delin- 
cuentes, sino como responsable civil directo de la indemnización. La Ley establece 
esta por altos motivos de tutela económico-social, que no supone en modo alguno 
excusa o absolución de los autores de los delitos. En definitiva, se trata de una 
manifestación más de la idea de responsabilidad socialpor el crimen, consagrada 
en la famosa Sentencia -citada por un tratadista relevante7 conforme a la cual 
no debemos considerarnos relevados de la sresponsabilidades criminales, invo- 
cando su culpabilidad. La víctima es elevada al rango de protección por una 
exigencia social, que está fundada en un principio básico de ineludible solidari- 
dad. 

Subraya, además, reiteradamente, el citado Organo Consultivo, que en modo 
alguno se trata, tal deber indemnizatorio especial, de responsabilidad patrimonial. 

A este respecto el dictamen, también citado, nQ 45.524, Sección 3’, Interior, de 
30 de octubre de 1983, recuerda que la apreciación de una responsabilidadpa- 
trimonial a cargo de un ente administrativo, exige el encuadramiento de la acti- 
viaádproductora del daño a resarcir dentro de lo que genéricamente nuestra Cons- 
titución califica como elfuncionamiento de los serviciospúblicos, y no puede lle- 
garse a la distorsión -vía interpretación extensiva-de una figura jurídica de 
perfiles tan definidos como es nuestra responsabilidadpatrimonial de los entes 
públicos, lo que ocurriría si se tratase de subsumirla modalidad resarcitoria de que 
se trata dentro de dicho ámbito conceptual patrimonial, porque, como también ma- 
nifiesta el dictamen 46.665, de 19 de julio de 1984, dicho deber no es conse- 
cuencia de la existencia de un riesgo creado por el Estado, sino que encuentra 
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su fundamento en el hecho de haber asumido’éste, expresamente, los resultados 
lesivos que para la vida y la integridad corporal de los administrados tienen las 
actividades delictivas de los grupos y bandas armadas ilegales. 

Asímismo, el dictamen 47.296, igualmente de la Sección 3”, Interior de 23 de 
mayo de 1985, señala que ante todo, ha de afirmarse que la indemnización... pro- 
cedente en estos supuestos de atentados terrormtas... es especial, porque a ella no 
alcanza la cobertura del artículo 40 de la Ley de Régimen Jurídico de la Admi- 
nistración del Estado, ya que no resulta en modo alguno una relación de causa- 
lidad entre eljiozcionamiento de algún serviciopúblico y el hecho lesivo. Por ello 

.espreciso el reconocimiento legal específico de tal supuesto, ya que en otro caso 
noprocederíaprestación resarcitoria alguna. No se trata, en efecto, del supuesto 
contemplado por el artículo 106.2. de la Constitución, en la medida que el fenó- 
meno del terrorismo nunca puede ser imputado, a efectos de proclamar una res- 
ponsabilidad objetiva, a ninguno de los órganos de un Estado social y democrá- 
tico de derecho. 

Y, por su parte, el dictamen de la misma Sección n* 53.558, de 13 de junio de 
1989, reitera que se trata de una indemnización especial, diferenciada y compati- 
ble con cualquier otra por títulos distintos, públicos o privados; con un marcado 
acento de solidaridadpara con las victimas de actividades delictivas cometidas 
por bandas armadas o elementos terroristas; y con su propio régimen respecto a 
su ámbito subjetivo, objetivo y criterios indemnizatorios. Un instituto deprotec- 
ción que trata de paliar los efectos más llamativos que se derivan de la comisión 
de actos criminales por bandas organizadas y elementos terroristas, que consti- 
tuye conductas gravemente atentatorias contra las instituciones del Estado y de- 
rechos de los ciudadanos. 

Como -repetimos- no se trata de responsabilidad patrimonial, no existe vín- 
culo de unión entre los daños producidos y la actuación administrativa pero, sin 
embargo, como anteriormente hemos dicho y se explicita en los artículos 1 y 2 del 
Real Decreto 673/92, sí resulta necesario para el nacimiento de esta obligación in- 
demnizatoria especial del estado, la existencia’de nexo causal entre el resultado le- 
sivo producido y las actividades delictivas terroristas. 

Dicho nexo causal, sin embargo, no ha de ser considerado en los mismos tér- 
minos que el de la responsabilidad patrimonial, que exige una relación directa y 
hasta cierto punto exclusiva entre el servicio’administrativo y el dario generado, 
sino que, en esta ocasión, debe ser interpretado de una forma más amplia y flexi- 
ble, coherentemente con la propia terminología legal empleada por el Real Decreto 
antes citado, en el sentido de que los daños corporales y en la vivienda habitual su- 
fridos, han de haber sido producidos como consecuencia o con ocasión de tales 
actos terroristas. 

Así lo resalta el dictamen 52.024 del Consejo de Estado, de 30 de junio de 1988, 
según el cual, tal nexo de causalidad en los casos de las indemnizaciones de que 
tratamos, no ha de examinarse con criterios similares a los de la responsabili- 
dadpatrimonial del Estado, al ser Institutos diferentes, sino, por el contrario, 
regido por el principio rector de estas indemnizaciones, que es el de la atención 
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provisoria del Estado a quienespor causa o por ocasión del atentado terrorista 
llegan a encontrarse en una situación de necesidad determinada... no sólopor 
consecuencia, sino también con ocasión del atentado, e, igualmente, el dictamen 
563.558, de 13 de junio de 1989, que textualmente declara que la causalidadse- 
gtín los esquemas clásicos de otros institutos protectores (así, la responsabilidad 
penal, o la responsabilidad civil, o la responsabilidad objetiva) no es traslada- 
ble en sus rigores al instituto de la indemnizción especial. Resultaría equivo- 
cado trasladar a esta modalidad especial indeminizatoria concepciones que res- 
pecto a aquellas modalidades han configurado el instituto de la responsabilidad. 
En el sistema específico considerado (el de la indemnización por bañosperso- 
nales derivados de acciones delictivas terroristas de bandas criminales organi- 
zadas) no se exige una relación de causalidad directa o de causación adecuada, 
sino que la propia legislación que crea el indicado sistema indemnizatorio extiende 
su aplicación también a los datiosproducidos con ocasión de la acción terrorista. 
La indemnización indicada procede cuando, como consecuencia o con ocasión de 
las indicadas actividades delictivas, se causan daiios corporales a personas aje- 
nas al delito, de modo que implica un ámbito de cobertura más amplio que el que 
pudiera derivarse de una estricta y rigurosa causalidad. 

Por otra parte, hay que recordar que estas indemnizaciones especiales han sido 
concedidas, como tantas veces hemos repetido, para paliar o aminorar en la me- 
dida posible los resultados lesivos de las acciones terroristas por lo que, si bien 
constituyen un inestimable auxilio ante la situación de necesidad de las víctimas, 
no pretende conseguir, por si solas, el resarcimiento integral de la totalidad de 
los danos producidos. Ello ha sido debidamente significado por el Consejo de Es- 
tado, afirmando que los resarcimientos de que se trata... no sonpropiamente in- 
demnizaciones en su sentido más estricto, ni, en consecuencia, hnn sido legalmente 
concedidos para lograr la indemnidad, sino para paliar los efectos lesivos po- 
niendo en acción un mecanismo de solidaridad entre los miembros de la comu- 
nidad, de suerte que, en nombre de ésta, el Estado ayude n asista a las víctimas. 
Esta es la razón por la que se establece un sistema de prestaciones según bare- 
mos, con correlativo distanciamiento conceptual respecto de la indemnización de 
daños y perjuicios, entendida técnicamente como reparación orientada a preser- 
var la indemnidad, materia en la que reincidió el dictamen de la Sección 3”, Inte- 
rior, 794/91, de 27 de junio, en el que se seríaló que a la hora de abordar tal cues- 
tión, entiende este Consejo que debe recordarse que la indemnización especial no 
es una figura que aspire a una indemnidad de las víctimas de la criminalidad or- 
ganizada, sino que suprimum movens no es otro que el de ofrecer una cierta co- 
bertura asistencial o compensatoria, por parte del Estado, a perjuicios causados 
por tales actividades delictivas. 

Y, por fin, el Tribunal Supremo también se ha ocupado de resaltar el limitado 
y concreto ámbito resarcitorio de tales indemnizaciones en diversos pronuncia- 
mientos, como, por ejemplo, en la Sentencia de 18 de diciembre de 1984, en la 
que, después de confirmarse que el Estado asume la indemnización de las conse- 
cuencias lesivas de las actividades delictivas terroristas, tan sólo y como anterior- 
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mente expresábamos, para aminorar, en lo que cabe, las graves perturbaciones 
sociales que hechos de tal naturaleza ocasionan en la convivencia ciudadana, de- 
duce, en consecuencia, que ello justifica que no se aplique en todos los casos de 
daños yperjuiciospor actos delictivos de estos grupos, sino tan sólo en los que se 
consideran más graves, legitimándose, así, las previsiones legales que reducían el 
ámbito resarcitorio, al exclusivo campo de lasllesiones personales; y en igual sen- 
tido se pronunciaron las Sentencias de 15 de julio de 1985 y de 3 de jumo del mismo 
año, destacándose, además, la falta de atribuciones del Gobierno para ampliar o 
reducir el ámbito objetivo de tales indemnizaciones, extendiéndolo a personas, 
cuantías o danos más allá de los estrictos térmmos previstos en la normativa que 
las establece y disciplina. 

VI.6. Régimen de compatibilidad . 

Por último, respecto al régimen de compatibilidad, de estas indemnizaciones 
especiales, concedidas por la kgislación específica a consecuencia de los daños 
ocasionados por bandas armadas y elementos terroristas, resulta, como tantas ve- 
ces hemos expuesto, plena y absoluta, por lo que a las derivadas de danos corpo- 
rales se refiere, con cualesquiera otras a las que por títulos distintos pudieran te- 
ner derecho los perjudicados, ello sin restricción o limitación alguna. En lo rela- 
tivo, sin embargo, a los gastos derivados de cuidados médicos, sólo podrán ser 
indemnizados en base a esta legislación especial cuando no hayan sido cubiertos 
por otro sistema de previsión, y por último, las indemnizaciones a que haya lugar 
como consecuencia de los daños materiales ocasionados en la vivienda habitual 
de las personas físicas, gozan de un régimen de compatibilidad limitado, ya que 
pueden resultar coincidentes con otras ayudas concedidas por las Administracio- 
nes Públicas o derivadas de contratos de seguros, pero siempre que no alcance és- 
tas los valores resarcitorios prevenidos en la legislación especial, resultando en- 
tonces procedente la concesión d el aespecial, tan sólo en la cuantía diferencial 
existente entre las percibidas por aquellos otros conceptos y el tope máximo de 
la que corresponderfa al perjudicado con arreglo ala legislación antiterrorista. 

Tales principios se encuentran hoy expresamente recogidos en los artículos 4 
y 16 del Real Decreto 673/92, de 19 de junio, que textualmente establecen que los 
resarcimientos que procedan por daños corporales serán compatibles con cua- 
lesquiera otros que tuvieran derecho las víctimas o sus causahabientes. Sin em- 
bargo, los gastos por razón de tratamiento médico sólo serán resarcidos en la 
cuantía no cubiertos por cualquier sistema de previsión. En los casos en que se 
hayan reconocido ayudaspor las Administraciones Públicas o se hayan conce- 
dido indemnizaciones derivadas de contratos de seguro -a consecuencia de los 
daños materiales sujkidos en la estructura o elementos esenciales de la vivienda 
habitual de laspersonasfísicas7 que no alcancen los valores determinados con- 
forme a lo establecido en los artículos anteriores, el importe del resarcimiento 
consistirá en la diferencia entre la cuantía dé dichas ayudase indemnizaciones y 
los indicados valores. 
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Y, para terminar de completar el régimen de compatibilidad de las indemni- 
zaciones derivadas de daños personales, sólo resta precisar que las mismas son 
compatibles también con las específicamente derivadas de riesgo profesional, aún 
cuando la actividad de que se trate conlleve un riesgo propio y específico del que 
pueda derivar una mayor posibilidad de accidentes y lesiones personales, como se 
advierte en el dictamen del Consejo de Estado, ya anteriormente aludido, nú- 
mero 53.558, de la Sección Tercera, Interior, de 13 de junio de 1989, relativo al 
caso de un bombero que, en cumplimiento de sus deberes profesionales, resultó 
lesionado como consecuencia de un acto terrorista, dictamen en el que claramente 
se explicita que la perpetración de un acto de terrorismo no puede ser nunca con- 
siderada como riesgo normal ínsito en una profesión. 

Afirma el Consejo de Estado que lasprofesiones, destacadamente la que es 
considerada, esto es la de bombero, entraria un riesgo cuya cobertura se obtiene 
mediante los instrumentos de la SeguridadSocial, concretamente, mediante la co- 
bertura protegida ordenada a la reparación, en lo posible, del accidente de tra- 
bajo, como riesgo profesional. 

Pero cuando en elproceso causal del dañopersonalproducido se detectan he- 
chos confirmadores de la relación jurídica deprotección especial, esto es, un 
hecho causante de la situación conectada a una acción terrorista y el resultado 
lesivo concretado a daños personales, surge un derecho de indemnización espe- 
cial, compatible -ucumulable-con toda otra a quepudiera tener derecho el in- 
teresado por cualquier régimen protector que le diera amparo. 

Riesgoprofesional y acción terrorista son, asísubraya el alto Organo Con- 
sultivo7 fuentes diferenciadas de cobertura, ya que, en el sistema de la Segu- 
ridad Social, la muerte o la incapacidad laboral constituyen contingenciaspro- 
tegidas de contenido específicamenteprofesional, mientras que en el sistema de 
indemnización especial, la muerte y la incapacidad (o las lesiones no genera- 
doras de incapacidad, esto es, las llamadas lesiones no invalidantes), son si- 
tuaciones protegidas por una solidaridad ante el fenómeno terrorista. Una y 
otras compatibles y acumuladas, aunque procedentes de distintas fuentes de in- 
demnización, y sin que para la indemnización especial jueguen criterios de in- 
demnidad íntegra, ni su cuantía venga afectada por las que pudieran proceder 
en virtu de otros institutos de cobertura. E interpretar de otro modo la compa- 
tibilidad en cuestión en relación con tal tipo de profesiones, conduciría, según 
expresión contenida en el mismo dictamen, a la conclusión irrazonable de que 
aquellas personas que acuden a paliar las consecuencias de la acción terrorista 
por virtud de un deber profesional, quedarían privadas de la protección que 
con carácter general se dispensa, por La legislación específica al respecto, a to- 
das las víctimas del terrorismo, ya sean directas o como consecuencia de tales 
tipos de acción. 

En idéntico sentido, se pronunció también el dictamen del Consejo de Estado 
n* 53.570, Sección Tercera, Interior, de 2 de noviembre de 1989, en relación con 
los daños personales sufridos por un miembro del cuerpo Nacional de Policía, al 
desactivar un artefacto explosivo colocado por banda terrorista. 



VII. Pensiones extraordinarias del Régimkn de clases pasivas y de la Segu- 
ridad Social 

Por último, la muerte, incapacitación para el servicio o el trabajo o la inutili- 
dada consecuencia de lesiones permanente invalidantes, padecidas a consecuen- 
cia de actos de terrorismo, constituyen, asímismo, hechos causantes de pensión de 
carácter extraordinario para la víctima o suslfamiliares (cónyuge supérstite, hi- 
jos, o padres), tratándose de prestaciones de Seguridad Social del Estado que, en 
principio, aparecieron en vinculación con el regimen de trabajo exclusivamente 
funcionarial, ya que, en un primer estadio histórico, tales pensiones extraordina- 
rias se causaban, tan solo, en el Régimen de las Clases Pasivas del Estado (34) por 
los funcionarios públicos, civiles o militares, que en situación de actividad y pre- 
cisamente por su condición de servidores del Estado se constituían en blanco fun- 
damental del fenómeno terrorista. ~ 

Dicha protección asistencial se extendió más tarde y merced al Real Decreto 
Ley 19/81, de 30 de octubre, a aquellos funcionerios pensionistas (es decir, que ya 
no se encontraban prestando servicio activo, smo jubilados o retirados), que re- 
sultaran fallecidos o inutilizados a consecuencia de acciones terroristas, pero siem- 
pre que concurriera el requisito esencial de que el atentado en cuestión hubiera 
sido perpetrado por razón exclusiva de su condición de funcionarios. 

(34) Hay autores, sin embargo, que consideran el Sistema de Clases Pasivas y de Seguridad Social 
como dos realidades diferentes, como Fernando Aguihe, que en su obra El Sisfema de Clases Pa- 
sivu.s (Ed. Comores, 1989, pág. 15 y S.S.), sostiene que no puede afirmarse que la prestación de que 
gozon los funcionarios o través del Sistemn de Clases Pasivas sea Seguridad Social, y ello, fun- 

damentalmente, por dos razones: porque, en so opinión, uno de los principios esenciales inspira- 
dores de la Seguridad Social, cual es la participación de los interesados en su gobierno y gestión, 
no concure en el Sislema de Clases Pasivas, pues su órgano de gestión que& localizado en elpro- 

pio Estado, confundido e identificado con los servicios de la Administración Fiscal, e identifi- 
cado con los servicios de la Administración Fiscal, por lo que pnro que el Sistema de Clases Po- 

sivaspudiera considerarse SeguridadSocial, sería muy necesario, en su aspecto formal, que en su 
gestiónparticrporan lospropiosfincionorios. Sólo asíquedaríd libre de los defectos de un secoy 

jríofuncionomiento técnico y burocrático; y, además, y,como segunda objeción, en cuanto al fondo, 
denuncia que la gran irwjiciencia del Sistema de Clases Pasivas consiste en la mucha dijerencin 
arre rerribwcrón real del funcionario y la base reguladora paro obtener pensión, siendo otro de 

los principios básicos de lo Seguridad Social la correspondencia entre solarios reales y bases re- 
guladoraspara losprestaciones, de tal manera que la prestación cumple en loposible la finalidad 
de sustitución del salario dejado de percibir. 

Sin embargo no podemos olvidar que, desde el punto de vista legal, los funciontios públicos, ci- 
viles y militares, se hallan comprendidos en el Sistema de Seguridad Social (artículo 7.l.f, del Texto 
Refundido de la Ley General de la Seguridad Social aprobado por Decreto 2065174, de 30 de mayo), 
y las peculiaridades apuntadas -sin perjuicio de la tendencia II lo unidad que debe presidir lo or- 

denoción del Sisfema de lo Seguridad Social pueden formar parte de la especialidad del Régimen 
de Clases Pasivas, atribuida por sus artículos 9 y 10. ~ 
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Y hoy, como exponente de la universalidadpersonal de cobertura que debe 
presidir, como uno de sus trazos esenciales, el concepto de Seguridad Social con- 
forme a los principios programáticos contenidos en el artículo 41 de la Constitu- 
ción, del derecho para todos los ciudadanos de un Régimen Público de Seguridad 
Social, que garantice la asistencia y prestaciones sociales suficientes ante situa- 
ciones de necesidad dicha cobertura asistencial ampara ya a todos los ciudadanos, 
dada la magnitud y extensión de tales situaciones de necesidad que los estragos 
del terrorismo pueden originar para cualquier persona, tratándose, pues, no de un 
riesgo específico de los funcionarios públicos, sino de un riesgo genérico cuya po- 
sibilidad de producción incide sobre la totalidad de ta población, requiriéndose 
la tutela de su conjunto, lo que expresamente se reconoce en el Preámbulo del Real 
Decreto 851192, de 10 de julio, en el que textualmente se afirma que la actua- 
ción indiscriminada del terrorismo sobre toda la ciudadanía, no sólo sobre los 
funcionarios públicos, aconsejó extender el derecho a causar este tipo de pen- 
siones extraordinarias a otros colectivos. 

Se pretende, así, como concreción de la función asistencial del Estado, la pro- 
tección del ciudadano frente a la situación general de riesgo creada por el terro- 
rismo, constituyéndose en un sistema público de prevención y remedio frente al 
siniestro derivado de tal fenómeno terrorista que puede afectara todo individuo en 
cuanto miembro de la sociedad, produciéndole, al incapacitarlo para el trabajo, una 
insuficiencia de recursos económicos (ala vez que gastos extraordinarios de ca- 
rácter sanitario en orden a su curación), con la consiguiente situación de indigen- 
cia que en ambos supuestos genera, y frente a la que el estado ofrece la medida 
asistencial de pensiones extraordinarias (como prestaciones económicas períodi- 
cas que tienen como finalidad el mantenimiento de la renta o nivel mínimo de in- 
gresos permanentes necesarios para la subsistencia), tratándose pues de medidas 
de protección reparadoras o recuperadoras, es decir, no tendentes a atajar las cau- 
sas que motivan tales situaciones de necesidad, sino a remediar, en la medida de 
lo posible, sus perniciosos efectos. 

El proceso de extensión del ámbito temporal de cobertura de esta medida asis- 
tencial del Estado se inició, como también recoge el Preámbulo del Real De- 
creto, antes citado, 851/92, en 1987, a través de la Ley de Presupuestos Generales 
del Estado de dicho año, número 21186, de 23 de diciembre, cuya Disposición Adi- 
cional Cuarta contempló el derecho a causar pensión extraordinaria en el régimen 
de Seguridad Social en que hubiera estado encuadrada, a toda persona que resul- 
tase incapacitada, o falleciese, como consecuencia de un atentado terrorista, pre- 
visión reproducida y perfeccionada en el artículo 64 de la Ley 33/87, de 23 de 
diciembre, de Presupuestos generales del Estado para 1988, que, estableció, así- 
mismo, que toda persona que resulte incapacitada permanentemente para el 
trabajo o servicio, o fallezca coma consecuencia de actos de terrorismo, cau- 
surá pensión extraordinaria en el sistema deprevisión que corresponda, en supro- 
pio favor o en el de sus familiares, en la cuantía y condiciones que reglamenta- 
riamente determinen, pensión que no estará sujeta a los límites del señalamiento 
inicial y de la revalorización de pensiones establecidas en esta Ley principio de 
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exención que ya había sido proclamado en el número 2 del artículo 50 del Real 
Decreto Legislativo 670/87, de 30 de abril, y,que ha resultado reiterado en las 
sucesivas Leyes Presupuestarias, así como en el propio Real decreto 851/92. 

La Disposición Adicional Décimo Sexta de la Ley 4/90 de 29 de junio, de Pre- 
supuestos Generales del Estado para el mismo año, en su apartado 4, reprodujo 
el precepto anteriormente contemplado, pero lo extendió expresamente a quienes 
ya se encontraren en situación pasiva en el momento de sufrir el atentado, previ- 
niendo que lo dispuesto en elpárrafo anterior será igualmetne de aplicación al 
personal que ya estuviera en situación de jubilado o retirado o fuera pensionista 
de invalidez, y se inutilizara o falleciera como consecuencia de actos terroristas. 

Por fin, en un tercer estadio de ampliación del ámbito personal tutelado, la Dis- 
posición Adicional Vigésima Octava de la Ley 41/91, de 30 de diciembre, de Pre- 
supuestos Generales del Estado para 1992 extendió también el derecho ala per- 
cepción de las pensiones extraordinarias de que se trata a quienes no tuvieran de- 
recho a las mismas por ningún Régimen Público de Seguridad Social, estableciendo 
textualmente que toda persona que sujka lesiones permanentes, invalidantes o fa- 
llezca como consecuencia de actos de terrorismo, causará derecho, en su favor 
o en el de sus familiares, a pensión extraordinaria con cargo a los, Presupuestos 
del Estado, siempre quepor cualquier circunstancia no accediera a tal derecho, 
y por dichos actos, en algún Régimen de Seguridad Social, Público y Obligafo- 
rio (si bien con efectos económicos a partir del 1 de enero de 1992) imponiéndose 
además, al Gobierno, la obligación de regulación, en el plazo máximo de 6 meses, 
del alcance, contenido y condiciones del derecho a las pensiones extraordina- 
rias que se establecen en la presente Disposición. 

Dicho mandato legal fue cumplimentado por el Real Decreto, tantas veces ci- 
tado, 851192 de 10 de julio, por el que se abordó la regulación genera1 de las pen- 
siones extraordinarias causadas por actos de terrorismo, quedando, como se ha di- 
cho, tutelada, hoy día, por este régimen asistencial, toda persona que sufra inca- 
pacitación (o los familiares de la misma, en caso de muerte) a consecuencia del 
fenómeno terrorista, contemplando toda la legislación vigente que se ha idopro- 
duciendo en pensiones extraordinarias por actos de terrorismo, a fin de plasmar 
en una misma disposición el disperso marco normativo en la mteria dentro del Ré- 
gimen de Clases Pasivas del Estado en orden a su racionalización y sistematiza- 
ción, estableciendo, a su vez, normas de común aplicación cualquiera que sea la 
legislación reguladora en cada supuesto, e in&nporando, además, los supuestos 
de ampliación previstos para quienes no tuvieren derecho a tales pensiones por 
el Régimen Público de Seguridad Social. 1 

En consecuencia de todo ello y sin ánimo de penetrar ahora, en profundidad, 
en una regulación de profusa extensión y notable complejidad técnica que no per- 
mite ser expuesta en su detalle (mereciendo, por ello, un estudio pormenorizado 
de carácter exclusivo que quizás algún día abordemos), nos limitaremos a hacer 
una exposición sistemática de los diversos grupos de personas que se hallan am- 
parados por tales pensiones y su normativa específica: 

1. Funcionarios civiles o militares que enyontrándose en cualquier situación 
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adminsitrativa previa a la de retiro, resulten incapacitados para el servicio, 
o fallezcan, a consecuencia de atentado terrorista: 

A) Atentado sufrido en acto de servicio o como consecuencia del mismo: 

a) Si se halla comprendido en el artícuIo 3.2. del Real decreto Legislativo 670/87 
(es decir si el pase a retiro o jubilación del funcionario como consecuencia 
de la incapacidad sufrida en acto de servicio y en situación de actividad, o su 
fallecimiento, se produjo con anterioridad al 1 de enero de 1985), será de apli- 
cación Ia legislación de Clases Pasivas vigente hasta el 31 de diciembre de 
1984 (Estatuto de Clases Pasivas de 1926, Texto Refundido de la Ley de De- 
rechos Pasivos del Personal Militar y Asimilado de las Furzas Armadas de 
1972, Ley 19/74 de 17 de junio, Ley 9/77, de 4 de enero, y Texto Refun- 
dido de la Ley de Derechos Pasivos de los Funcionarios de la Administración 
Civil del Estado aprobado por decreto Legislativo 1120/66, de 21 de abril). 

b) Si se encuentra comprendido en el artículo 3.1. del mismo Real Decreto Le- 
gislativo 670/87 (es decir, si la situación pasiva a consecuencia de las le- 
siones sufridas en acto terrorista, o el fallecimiento, se produjeron a partir 
del 1 de enero de 1985), las pensiones extraordinarias a reconocer, lo serán 
en base a la normativa contenida en el Título 1 del mismo Texto Refundido 
de 1987, con la Legislación posterior complementaria del mismo, esen- 
cialmente contenida hasta ahora en las Leyes Anuales de Presupuestos Ge- 
nerales del Estado. 

B) Si el atentado terrorista sufrido por el servidor público, no retirado, se en- 
cuentra desvinculado del acto de servicio o de la condición de funcionario 
de la víctima, las pensiones extraordinarias a conceder se regularán por el 
Título 1 del Real Decreto 851/92. 

2. Funcionarios Civiles o Militares que sufren el atentado después de haber pa- 
sado a situación pasiva, por jubilación o retiro: 

A) Caso de que la acción terrorista se haya perpretado por su condición de fnn- 
cionarios: 

a) Si el afectado hubiere pasado a jubilado o retirado de acuerdo con la le- 
gislación vigente a 31 de diciembre de 1984, la pensión extraordinaria a 
reconocer deberá determinarse de conformidad con la normativa conte- 
nida en el Real Decreto Ley 19/81, de 30 de octubre. 

b) Si hubiera sido declarado jubilado o retirado en base a la legislación pos- 
terior a 31 de diciembre de 1984 (es decir, de acuerdo con el Título 1 del 
Real Decreto Legislativo 670/87), la pensión extraordinaria a recono- 
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cer deberá concederse en la forma y condiciones establecidas en el mismo 
Título 1 del citado Texto Refundido de 1987. 

B) En el supuesto que el funcionario civil o militar ha sufrido la acción terro- 
rista después de haber pasado a situacion pasiva, pero desvinculada de su 
condición de funcionario, la pensión extraordinaria en cuestión deberá re- 
gularse por la normativa contenida en e\ Título 1 del Real Decreto 851/92. 

3. Personal afiliado al sistema de Seguridad Social, se encuentre, o no, en si- 
tuación de alta en cualquiera de sus regímenes: 
Las pensiones extraordinarias a que tengan derecho en base a dicho sistema 
se causarán con arreglo a los términos establecidos en el Régimen General 
de la Seguridad Social para las pensiones de Invalidez y Supervivencia de- 
rivadas de accidentes de trabajo, en relación con lo prevenido en el Real de- 
creto np 1576/90, de 7 de diciembre. : 

4. Quienes no tengan derecho a prestaciones de la misma naturaleza por cual- 
quier régimen público de Seguridad Social y resulten con lesiones perma- 
nente invalidantes o fallezcan como consecuencia de actos de terrorismo, 
tendrán derecho ala obtención de pensiones extraordinarias, en los térmi- 
nos y condiciones regulados en el Título II del Real Decreto 851192, 
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